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I. Introducción

El Estado paraguayo ha asumido un conjunto de compromisos tanto en materia de garantía de los derechos culturales y promoción de la diversidad cultural como en cuestiones del ejercicio de todos los derechos por parte de las mujeres desde su misma Constitución (1992) y con la ratificación de instrumentos internacionales que comprenden estos derechos y sus garantías.

El Paraguay es un país pluricultural y bilingüe […] (Constitución, art. 140).
Los derechos culturales son parte integrante de los derechos humanos y, al igual que los demás, son universales, indivisibles e interdependientes. Su promoción y respeto cabales son esenciales para mantener la dignidad humana y para la interacción social positiva de individuos y comunidades en un mundo caracterizado por la diversidad y la pluralidad cultural (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2009: 1).

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular: […] El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los aspectos de la vida cultural (Convención sobre la eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer, art. 13 inc. c).

Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos (Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, art. 5).
El presente documento pretende presentar los derechos culturales en su relación con el conjunto de derechos de las mujeres y está orientado a favorecer la interacción entre el Sistema Nacional de Cultura y los mecanismos de protección de los derechos de las mujeres en el país.
En un sentido, se conectan la Ley Nacional de Cultura, ley 3051/06 (LNC) y las normativas de protección de derechos de las mujeres. Para ello, se incluyen:
· Los derechos culturales y el enfoque de derechos (sección II), en que se presenta una mirada amplia sobre el contenido y el alcance de los derechos culturales;

· El entramado de los derechos culturales en el conjunto de los derechos de las mujeres (sección III), en que se realiza un recorrido por los instrumentos jurídicos que garantizan los derechos culturales, la promoción de la diversidad cultural y los derechos de las mujeres en su integralidad.
En anexo se encuentran referencias directas de artículos de los tratados de derechos humanos vinculados a los derechos culturales.

II. Derechos culturales
1. Conceptos de cultura y derechos culturales

Se han formulado en el pasado diversas definiciones de “cultura” y en el futuro habrá otras. En todo caso, todas se refieren al contenido polifacético implícito en el concepto de cultura.

A juicio del Comité [de Derechos Económicos, Sociales y Culturales], la cultura es un concepto amplio e inclusivo que comprende todas las expresiones de la existencia humana. La expresión “vida cultural” hace referencia explícita al carácter de la cultura como un proceso vital, histórico, dinámico y evolutivo, que tiene un pasado, un presente y un futuro.
El concepto de cultura no debe entenderse como una serie de expresiones aisladas o compartimientos estancos, sino como un proceso interactivo a través del cual los individuos y las comunidades, manteniendo sus particularidades y sus fines, dan expresión a la cultura de la humanidad. Ese concepto tiene en cuenta la individualidad y la alteridad de la cultura como creación y producto social.

El Comité considera que la cultura […] comprende, entre otras cosas, las formas de vida, el lenguaje, la literatura escrita y oral, la música y las canciones, la comunicación no verbal, los sistemas de religión y de creencias, los ritos y las ceremonias, los deportes y juegos, los métodos de producción o la tecnología, el entorno natural y el producido por el ser humano, la comida, el vestido y la vivienda, así como las artes, costumbres y tradiciones, por los cuales individuos, grupos y comunidades expresan su humanidad y el sentido que dan a su existencia, y configuran una visión del mundo que representa su encuentro con las fuerzas externas que afectan a sus vidas. La cultura refleja y configura los valores del bienestar y la vida económica, social y política de los individuos, los grupos y las comunidades (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2009: 10-13). 
Así como el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoce el carácter evolutivo del concepto de cultura, consecuentemente la descripción de los derechos culturales también posee esta dimensión de desarrollo permanente, por lo que conforme a la comprensión de lo que es cultura, se incluirán unos u otros derechos entre los denominados derechos culturales.
Sin embargo, comprender los derechos culturales no debe implicar separarlos de los derechos humanos o hacerlos como derechos especiales, se constituyen en una dimensión de los mismos o en una categoría que nos permite abordarlos mejor, comprender su alcance y sus limitaciones y verificar su cumplimiento. Aun así, probablemente porque los derechos humanos “nacen cuando deben y pueden nacer”, esto es, responden a los procesos históricos, políticos, económicos, sociales y culturales del contexto en que son reconocidos (Piovesan, 2004: 21), es importante ver que el desarrollo alcanzado en la comprensión, garantía y exigibilidad de los derechos denominados civiles y políticos ha sido todavía más amplio que el de los derechos económicos, sociales y culturales, incluso entre estos tres, los culturales se han mantenido con menor desarrollo probablemente por las exigencias de mejores condiciones materiales y tangibles de vida. Por otro lado, tal vez debido al auge del cambio climático y la degradación de los recursos naturales, los derechos ambientales han ocupado en el último tiempo un lugar cada vez más preponderante.
Los derechos culturales suelen calificarse de “categoría subdesarrollada” de derechos humanos. Esta denominación […] Sugiere que, en comparación con otras categorías de derechos humanos -civiles, políticos, económicos y sociales- los derechos culturales son los menos desarrollados por lo que atañe a su alcance, contenido jurídico y posibilidad de hacerlos respetar. En realidad, necesitan más elucidación, clasificación y fortalecimiento. La palabra "desarrollo" sugiere, en cambio, el proceso de creación de nuevos derechos, punto de vista que puede ser cuestionado, ya que la lista existente de derechos culturales es relativamente exhaustiva. Así pues, el problema se vincula más bien a la circunstancia de que estos derechos son descuidados o subestimados y tratados como "parientes pobres" de otros derechos humanos.

Este descuido puede advertirse en el hecho de que, si bien, de conformidad con el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los derechos culturales suelen enumerarse juntamente con los derechos económicos y sociales, reciben mucha menos atención y con suma frecuencia son completamente olvidados. […], aunque la expresión "económicos, sociales y culturales" se utiliza ampliamente, las más de las veces el interés parece limitarse a los derechos económicos y sociales (Symonides, 1998).

Al poco tiempo de la aprobación de la Observación General Nº 21 sobre el derecho de toda persona a participar en la vida cultural, elaborada por el Comité de Derechos Culturales (2009), su presidente, el abogado ecuatoriano Jaime Marchán, realizó una conferencia en que puso en evidencia algunos ejes del proceso de debate y la contribución de la región latinoamericana al mismo:

Bien, yo quisiera hablar del alcance del Comentario General, dando el contexto, y empezar diciéndoles que el objetivo es comentar exclusivamente el articulo 15, [párrafo] 1 [inciso] a., que dice, cinco palabras: “participar en la vida cultural”. El Pacto [Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales] reconoce el derecho de toda persona a “participar en la vida cultural”, así que estas palabras contienen el derecho del que es objeto el Comentario General que nos ocupa, que es hasta ahora el más extenso: tiene veinte páginas, setenta y seis párrafos y alrededor de sesenta y siete pies de página. Se han incluido en esta extensión los conceptos y el contenido implícitos en este derecho a participar en la vida cultural. 

[…] el Comentario General tuvo el acierto de no definir la cultura: existían muchas tentaciones, porque en otros comentarios se define lo que es la seguridad social, […] el seguro social, […] el trabajo, […] [la] igualdad, […] [la] discriminación. Pero en materia de cultura se resistió a la tentación de entrar en una definición de qué es cultura. El Comité sí recoge las definiciones, lo cual es prueba de que no hay una sola definición última de qué es cultura, […].
El Comité [de Derechos Económicos, Sociales y Culturales] hace notar a los Estados partes que el artículo 15 contiene un enfoque antropológico, ya que no hay ningún otro articulo del Pacto que emplee la palabra “vida”, es decir, participar en la vida cultural. Está en el propio Pacto, es decir, que la cultura conlleva un elemento vital, y como tal, un elemento dinámico, un elemento de evolución, histórico, que tiene un presente y un futuro, como bien dice el título de este acto: “Presente y futuro de los derechos culturales”. Se definió por tanto la cultura como un proceso vital. 
[…], se destaca que la cultura no es una expresión aislada, sino que la cultura forma parte de un proceso interactivo, a través del cual los individuos y las comunidades, manteniendo cada una de ellas sus especificidades propias y sus particularidades, dan expresión a la cultura de la humanidad, como especie. Y con este enfoque, se puso coto a un posible peligro de relativismo cultural: que respete la diversidad, respectando la interacción entre ellas, cada una con su especificidad, pero todas ellas están en un proceso interactivo, aportan, configuran y dan forma a la cultura de la humanidad como tal. […]

[Este Comentario caracteriza] el derecho a participar en la vida cultural como una libertad: una libertad que implica, en primer lugar, que el Estado se abstenga de interferir, y por otro lado que realice acciones positivas para facilitar un ambiente dentro del cual la persona puede expresarse libremente y ejercer sus aspiraciones culturales. Este concepto del derecho como libertad, no es extraño al artículo 15 porque esta en el párrafo tercero del artículo, donde dice: los Estados partes se comprometen a promover las condiciones de libertad para la creación científica y para la actividad creadora. 

Libertad sí, pero con una limitación importante, o dos limitaciones importantes, las propias que impone el artículo 4 del Pacto, que los Estados pueden tomar medidas efectivas para concretar el sentido y el alcance del propio derecho; y una limitación, a mi juicio importante, es la de los derechos humanos: los Estados partes tienen pleno derecho a expresar sus valores propios, el régimen de sus expresiones culturales, pero todos ellos tienen sin embargo el compromiso de no afectar, no disminuir, no recabar los derechos humanos. 

Quizás el elemento más revolucionario o progresista de este Comentario General es la interpretación de la palabra “toda persona”, que en inglés viene como everyone. Aquí, la explicación que da el Comentario General se consensúa después de un amplio e intenso debate, acalorado debate, y fue que el término toda persona significa tanto lo individual como lo colectivo. […]
Por lo tanto al partir del concepto de toda persona como individual y colectiva, en el Comentario General dice que el derecho a participar en la vida cultural se puede realizar individualmente o en asociación con otros individuos, porque la cultura conlleva un aspecto social, y, aquí viene un aspecto también un poco progresista, “dentro de una comunidad como tal”. Entonces esto sirvió de base para […] el derecho de las minorías, […]. El tema de las definiciones, en el Comentario General, como en cualquier texto que tiene un interés en aclarar las cosas, es el capítulo más importante. 

Otro aspecto que también fue relevante, que fue tema de gran debate entre nosotros, fue el tema de las minorías. Al comienzo se pensó que no iba a haber un espacio de conflicto. Finalmente, la promoción del concepto que se logró introducir fue reconocer el derecho de las personas pertenecientes a las minorías, no de las minorías como tales, a conservar y promover su propia cultura como elemento esencial de su identidad cultural. Este derecho contempla pues la diversidad, las tradiciones, las costumbres, la forma de educación, las lenguas y las demás expresiones de la cultura. 

Eliminamos también del Comentario General una expresión peligrosa: “prácticas culturales”. Antes […] se calificaba como prácticas culturales ciertos hábitos nocivos, peligrosos, dañinos y contrarios a los derechos humanos, como es la mutilación genital femenina, que a veces ha sido calificado esto como una práctica cultural […], y se explicaba con base a una práctica cultural. El Comentario eliminó este aspecto y habló de prácticas nocivas por no respetar los derechos humanos, y deja, así, deja así las prácticas culturales solamente para los aspectos positivos. 

[…] [Se] contaba también con una ayuda muy importante, y es que se abrió la firma y ratificación del Protocolo Facultativo del Pacto. ¿Qué significa esto? Esto significa que superamos ya la discusión teórica que afirmaba la diferencia entre los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales y culturales. ¿Esto qué significa? Una cosa muy importante: esto significa que todos los derechos del Pacto entran en el debate del Comité. Al comienzo se trató de excluir ciertos derechos del Protocolo Facultativo, y finalmente se logró consensuar para que el Protocolo amparase todos los derechos del Pacto, también el artículo 15.1.a. y también estos derechos son susceptibles de ser invocados. 

Finalmente la idea de que la cultura lleva implícita también, el derecho a la cultura lleva implícito, una cultura de los derechos humanos: que no se puede ejercer el derecho a la cultura, sin el respeto de los derechos humanos, sin ser consciente de que es un derecho humano concentrado en un Pacto Internacional de derechos. 

2. Contenidos de los derechos culturales

En función de la Observación General Nº 21 sobre el derecho de toda persona a participar en la vida cultural, elaborada por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (2009), se puede establecer que los derechos culturales incluyen al menos:

· El derecho a participar en la vida cultural;

· El derecho a gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;

· El derecho a beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que corresponden a cada persona por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora (generalmente reconocido como los derechos autorales);

· El derecho a la libertad para la investigación científica y la actividad creadora;
· Los derechos lingüísticos;

· El derecho a la educación;

· El derecho a la libertad de pensamiento, opinión y expresión;

· El derecho a un nivel de vida adecuado;

· El derecho a la igualdad de trato, que incluye la protección específica de estos derechos para sectores y comunidades determinadas como las mujeres, los niños, niñas y adolescentes, las personas mayores, las personas con discapacidad, las personas migrantes, los pueblos indígenas, las personas que viven en la pobreza y todas las minorías; y
· El derecho a la libre determinación de los pueblos, en consonancia con la responsabilidad de promover y proteger el conjunto de los derechos humanos;

Sin embargo, debido a la integralidad de los derechos humanos, todo el conjunto de derechos consagrados como tales están en amplia vinculación con los derechos culturales, así en tanto expresiones de humanidad están íntimamente conectados con los derechos culturales:

·  El goce del derecho a la salud (incluida la salud sexual y reproductiva y la vida libre de violencia);

· El contenido del derecho a la vida;

· Las dimensiones relativas al derecho a la identidad (particularmente desarrolladas en función de los derechos del niño, niña y adolescente y de los pueblos indígenas); y
· El ejercicio de los derechos a la participación en la vida política, social y económica. 
A su vez, los derechos culturales pueden ser ejercidos por sujetos individuales y por sujetos colectivos y exigen que el Estado se abstenga de injerir en el ejercicio de las prácticas culturales y en el acceso a los bienes culturales y que tome medidas positivas para asegurarse de que existan las condiciones previas para participar en la vida cultural, promoverla, facilitarla y dar acceso a los bienes culturales y garantizar su preservación (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2009: 6 y 9). 

3. Prácticas tradicionales perniciosas    
Una de las principales polémicas en la conceptualización y aplicación de los derechos culturales en su interacción con los demás derechos son las prácticas tradicionales que pueden atentar contra el goce de esos mismos derechos como los matrimonios concertados (sobre todo en edad temprana), la mutilación genital femenina, el sometimiento de la mujer a la autoridad del hombre (padre, hermano mayor, esposo o hermano del difunto esposo), el abandono de personas con discapacidad y de personas adultas mayores, la preferencia por los varones, el silenciamiento de las niñas, niños y adolescentes frente a las decisiones de las personas adultas, la entrega de niñas de familias rurales a familias urbanas para que, a cambio de “ayudar” en las tareas domésticas puedan acceder a la escuela, entre otros. 
Entendiendo en forma simplificada a la cultura como la expresión de humanidad en un grupo, las prácticas que se transmiten de una generación a otra y que a todas luces impiden el goce de los derechos humanos entran en colisión con la promoción de los derechos culturales y con la protección de la diversidad cultural.

Todas las sociedades cuentan con una serie de hábitos tradicionales que implican un grado de violencia y que pueden ser perjudiciales para la vida, la integridad y la salud de las personas. Con frecuencia, se intenta justificar la existencia de estos hábitos en función de la identidad cultural o la religión: sin embargo, resultan evidentes los riesgos para la vida, la integridad, la salud y el goce de todos los derechos a que se expone a la persona con el uso de algunos métodos que implican la invasión de la integridad del cuerpo.
El primer instrumento internacional que exige una revisión de estas prácticas es la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) cuando obliga a los Estados a adoptar “todas las medidas eficaces y apropiadas posibles para abolir las prácticas tradicionales que sean perjudiciales para la salud de los niños” (CDN, art. 24, párr. 3). Durante la redacción, de este artículo, se tomó la decisión deliberada de no señalar ningún caso concreto, dada la amplitud de circunstancias que pueden resultar dañinas. 

Por otra parte, ya la misma Convención para la Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer (Cedaw, por sus siglas en inglés), de 1979, había anticipado la importancia de modificar prácticas culturales que impidiesen en las mujeres el goce de los derechos humanos en igualdad de condiciones con los hombres (Cedaw, art. 3 y art. 5 inc. a). El mismo Convenio Nº 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales (C169), de 1989 y la Constitución de nuestro país garantizan el derecho de los pueblos indígenas a la voluntaria sujeción a sus normas consuetudinarias con la condición de que no atenten contra los derechos humanos definidos en el sistema jurídico nacional y los instrumentos internacionales ratificados por el país (Constitución, art. 63; C169, art. 8).
Para buscar un término que describiera este tipo de prácticas se han planteado expresiones como hábitos tradicionales dañinos, prácticas tradicionales perniciosas, prácticas tradicionales nocivas y prácticas tradicionales nefastas, en coincidencia con las expresiones inglesa harmful traditional practices y francesa pratiques traditionnelles néfastes. En este trabajo, se ha optado por prácticas tradicionales perniciosas, que pueden formar parte o no de un derecho consuetudinario.
Las medidas promovidas por los diversos órganos de vigilancia de los tratados de derechos humanos para luchar contra las prácticas tradicionales perniciosas incluyen legislación, educación y sanción. 
Como estos temas son todavía nuevos en su configuración para el debate en el ámbito jurídico de los Estados, no siempre están del todo incluidos en sus legislaciones. Al no estar explícitamente planteado en la LNC, pero sí en la Constitución, en el marco de este estudio se ha decidido incluir la modificación de las prácticas tradicionales perniciosas como una responsabilidad del Estado en materia de derechos culturales.
4. Enfoque de derechos

El enfoque de derechos humanos en el desarrollo puede ser entendido como una mirada que parte de la noción del desarrollo como derecho y busca garantizar un entorno en que se proteja a cada ser humano de las principales privaciones y se garanticen sus libertades fundamentales. En esta perspectiva, los derechos se gozan, se ejercen, se respetan, se protegen, se garantizan, se cumplen y se exigen (cfr. Balbín, 2008: 2 y Celma, 2010).  
El conjunto de derechos humanos son universales y están ligados a deberes. Esto es, se reconocen como titulares de derechos a todos los seres humanos y se identifican las instituciones que se constituyen en portadoras de responsabilidades –particularmente, los Estados, pero también otras organizaciones e instituciones y personas en función del rol que asumen en la sociedad–  (cfr. Balbín, 2008: 2 y Angarita Cañas, 2002: 142).

Mediante el enfoque de derechos humanos se propende a fortalecer las capacidades de las personas y de las comunidades para ejercer sus derechos y reivindicarlos así como consolidar las capacidades del Estado para el cumplimiento de sus responsabilidades en materia de derechos.
El denominado “enfoque de derechos en las políticas y estrategias de desarrollo” considera el derecho internacional sobre los derechos humanos como un marco conceptual aceptado por la comunidad internacional, capaz de orientar el proceso de formulación, implementación y evaluación de políticas en el campo del desarrollo, y como una guía para la cooperación y la asistencia internacionales respecto a las obligaciones de los gobiernos donantes y receptores, el alcance de la participación social y los mecanismos de control y responsabilidad que se necesitan a nivel local e internacional (Abramovich, 2006: 35).

El enfoque de derechos reconoce un conjunto de principios básicos que podrían agruparse de la siguiente manera:
· El principio de universalidad, según el cual los derechos corresponden a todas las personas sin discriminación alguna. En este principio se fundan las nociones de no-discriminación en la definición de las leyes y en el diseño y la implementación de las políticas públicas.

Los derechos humanos internacionales están reconocidos universalmente con independencia de las diferencias culturales, pero su aplicación práctica sí exige sensibilidad respecto de la cultura. […].
El propio marco internacional de derechos humanos reconoce la diversidad cultural limitando el ámbito de los derechos humanos internacionales a un conjunto de normas sobre las cuales el consenso internacional es posible. Sin embargo, la “cultura” no es ni inmutable ni sacrosanta, sino que evoluciona con arreglo a estímulos tanto externos como internos. En todas las culturas hay muchas cosas que la sociedad, de forma totalmente natural, acaba por superar o rechazar. En cualquier caso, la cultura no es excusa para no garantizar el disfrute de los derechos humanos (Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2006: 5).
· El principio de integralidad, por el cual todos los derechos están interrelacionados, son interdependientes e indivisibles. En este principio también se funda la progresividad, que parte de la noción de que los derechos reconocidos no son una lista exhaustiva, sino que incluyen en sí mismos nuevos derechos que puedan configurarse más adelante (lo que sucede por ejemplo con los derechos reproductivos, los derechos sexuales y el derecho a la verdad).

· El principio de la participación, por el cual los sujetos titulares de derechos son quienes deben formar parte de los procesos de debate y toma de decisión acerca de todas las situaciones que afectan o puedan afectar sus vidas. En este principio se fundamentan los requisitos de consentimiento informado y la participación protagónica, incluye no solo acciones con cada individuo sino también con los grupos que los representan y con los colectivos de que forman parte.
· El principio de la responsabilidad compartida, por el cual el Estado asume las obligaciones fundamentales en materia de protección, garantía, promoción y defensa de los derechos humanos mediante su ordenamiento jurídico e institucional y las personas, comunidades, grupos y organizaciones sociales asumen un rol contralor y a la vez la responsabilidad por el respeto a los derechos humanos. 

Al plantear el enfoque de derechos humanos en el desarrollo, Naciones Unidas propuso la metodología Panel, como acrónimo de participation, accountability, no-discrimination, empowerment y linkage. Varias organizaciones defensoras de derechos humanos han planteado que en español podría denominarse Paren, como acrónimo de participación, articulación, rendición de cuentas, empoderamiento y no-discriminaión (Balbín, 2008: 6). Esto supone para el diseño, la gestión, el monitoreo y la evaluación de las políticas públicas, los programas sociales y los planes de acción asociados:

· Participación activa de las personas y comunidades titulares de derechos en el ciclo;

· Articulación de los estándares básicos de derechos humanos con las políticas, programas, planes y actividades de desarrollo social, económico y cultural.

· Rendición de cuentas de parte del Estado y todo otro organismo que haya emprendido y administrado recursos públicos en la materia.

· Empoderamiento de las personas y comunidades titulares de derechos para reclamarlos, exigirlos, ejercerlos y gozarlos.

· No-discriminación de las personas y comunidades titulares por ningún motivo.
III. Entramado de los derechos culturales
en el conjunto de los derechos de las mujeres 
1.  Encuadre institucional   
1.1. Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República (SMPR)
La Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República (SMPR) fue creada por ley 34/92 y se instaló en 1993. Esta ley establece como objeto de la SMPR 

a)
propugnar el protagonismo y la participación de la mujer en el ámbito de la vida política, cultural, familiar, laboral y social dentro del marco de la "Convención de la Eliminación de todas las formas de discriminación de la Mujer", aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas (ONU)
 el 16 de diciembre de 1979 y ratificado por Ley Nº 1215 del 28 de noviembre de 1986;

b)
proponer el ordenamiento y adecuación de la Legislación Nacional a la Convención citada precedentemente;

c)
elaborar planes y programas tendientes al acceso libre, igual y solidario de la mujer, conforme a sus cualidades, al mercado de trabajo, a la seguridad social, a la vivienda, a la propiedad y explotación de la tierra y a la administración de empresas individuales y colectivas de producción, con los beneficios de la asistencia técnica y crediticia;

d)
promover e implementar políticas que tiendan al desarrollo de la creatividad y cualidades de la mujer en los ámbitos científicos, tecnológicos, artísticos y culturales; y,

e)
elaborar planes, proyectos y normas para erradicar toda forma de violencia contra la mujer (ley 34/92, art. 2).
1.2. Secretaría Nacional de Cultura (SNC)

La Secretaría Nacional de Cultura fue creada por la LNC a fines de 2006, se instala en 2007 conformándose con un conjunto de direcciones preexistentes en la materia en el Estado paraguayo y con un presupuesto destinado en su mayoría (83%) a servicios personales (Dobrée, 2008: 616).
La LNC establecía entre sus principios: 
La presente Ley se basa en los principios, las garantías y las declaraciones constitucionales que consagran los derechos culturales, así como en los Tratados Internacionales que reconocen tales derechos, como derechos humanos. A partir de estos fundamentos, se determinan los siguientes deberes del Estado en materia de asuntos culturales:

a)
la adopción de un modelo democrático de gestión cultural orientado hacia la descentralización de sus instituciones y desarrollado en un marco de tolerancia,  reconocimiento de la diversidad cultural y respeto a los derechos culturales de las minorías; 

b)
la protección y el acrecentamiento de los bienes materiales e intangibles que conforman el patrimonio cultural del Paraguay;

c)
la garantía de la libertad de creación, pensamiento y expresión;

d)
la protección de los derechos morales y económicos de la creación consagrados por el derecho de autor; 

e) 
el fomento de la producción, la transmisión y la difusión de la cultura, así como el de la igualdad de oportunidades para todas las personas en la participación de sus beneficios;

f) la integración del desarrollo artístico, intelectual, científico y tecnológico en los proyectos estatales de desarrollo relativos a los ámbitos económico y social; 

g) el cuidado y la preservación del ambiente natural y del construido, en cuanto sean considerados ambos bienes provistos de valor cultural; y, 

h)  la promoción de condiciones favorables a la cooperación e intercambio internacional y a la integración regional en materia de cultura (LNC, art. 1). 
Aunque no forma parte de esta enumeración, se incluye en el estudio la modificación de las prácticas tradicionales perniciosas también como una responsabilidad del Estado por explorar, debido a que es una exploración relativamente nueva en el ámbito de los derechos culturales.

2. Marco jurídico constitucional e internacional
El marco jurídico de los derechos culturales y la diversidad cultural en el conjunto de los derechos de las mujeres en Paraguay está conformado por los principios constitucionales, los compromisos internacionales y la legislación nacional (conformada por las leyes de orden nacional, las ordenanzas municipales y la jurisprudencia). De forma tal, que la legislación de orden nacional no debe contradecir los compromisos internacionales y estos deben estar en consonancia con la Constitución (cfr. Constitución, art. 137).
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2.1. Constitución

La Constitución de la República del Paraguay (1992) incluye referencias a los derechos culturales en veintitrés artículos y hace referencia directa a los derechos de las mujeres en forma específica en once artículos más. 
De esta manera, por un lado, la Constitución reconoce el conjunto de libertades de las personas, la igualdad de oportunidades que le corresponde garantizar y las acciones positivas para asegurar el ejercicio adecuado de los derechos culturales, así como la diversidad como constituyente de la cultura en el país, protegiendo en forma específica los derechos de los pueblos indígenas y la participación de determinados colectivos tradicionalmente postergados en el ámbito cultural.
La Constitución en materia de derechos culturales y diversidad cultural dispone:

· La constitución del Estado paraguayo como un Estado Social de Derecho y descentralizado (art. 1).

La República del Paraguay […] se constituye en Estado social de derecho, unitario, indivisible, y descentralizado […] (art. 1).
· El reconocimiento de la pluriculturalidad como característica fundamental de la nación paraguaya (art. 140).
El Paraguay es un país pluricultural y bilingüe. […] Las lenguas indígenas, así como las de otras minorías, forman parte del patrimonio cultural de la Nación (art. 140).
· Las libertades de creencias, expresión, prensa y publicación como parte de las libertades fundamentales (arts. 24 a 27).
Quedan reconocidas la libertad religiosa, la de culto y la ideológica, sin más limitaciones que las establecidas en esta Constitución y en la ley. Ninguna confesión tendrá carácter oficial. […] Se garantizan la independencia y la autonomía de las iglesias y confesiones religiosas, sin más limitaciones que las impuestas en esta Constitución y las leyes. Nadie puede ser molestado, indagado u obligado a declarar por causa de sus creencias o de su ideología (art. 24).

Toda persona tiene el derecho a la libre expresión de su personalidad, a la creatividad y a la formación de su propia identidad e imagen. Se garantiza el pluralismo ideológico (art. 25).

Se garantizan la libre expresión y la libertad de prensa, así como la difusión del pensamiento y de la opinión, sin censura alguna, sin más limitaciones que las dispuestas en esta Constitución; en consecuencia, no se dictará ninguna ley que las imposibilite o las restrinja. No habrá delitos de prensa, sino delitos comunes cometidos por medio de la prensa. Toda persona tiene derecho a generar, procesar o difundir información, como igualmente a la utilización de cualquier instrumento lícito y apto para tales fines (art. 26).

El empleo de los medios de comunicación es de interés público; en consecuencia, no se los podrá clausurar ni suspender su funcionamiento. No se admitirá la prensa carente de dirección responsable. […] Se garantiza el pluralismo informativo. La ley regulará la publicidad a los efectos de la mejor protección de los derechos del niño, del joven, del analfabeto, del consumidor y de la mujer (art. 27).

· La igualdad de oportunidades en la participación de los beneficios de la cultura, la ciencia y la tecnología (art. 47 párr. 4 y art. 74).
El Estado garantizará a todos los habitantes de la República: […] 4. la igualdad de oportunidades en la participación de los beneficios de la naturaleza, de los bienes materiales y de la cultura (art. 47, párr. 4).
Se garantizan el derecho de aprender y la igualdad de oportunidades al acceso a los beneficios de la cultura humanística, de la ciencia y de la tecnología, sin discriminación alguna. […] (art. 74).
· El reconocimiento de los derechos específicos de los pueblos indígenas (arts. 62 a 66);

Esta Constitución reconoce la existencia de los pueblos indígenas, definidos como grupos de cultura anteriores a la formación y organización del Estado paraguayo (art. 62).

Queda reconocido y garantizado el derecho de los pueblos indígenas a preservar y a desarrollar su identidad étnica en el respectivo hábitat. Tienen derecho, asimismo, a aplicar libremente sus sistemas de organización política, social, económica, cultural y religiosa, al igual que la voluntaria sujeción a sus normas consuetudinarias para la regulación de la convivencia interior siempre que ellas no atenten contra los derechos fundamentales establecidos en esta Constitución. En los conflictos jurisdiccionales se tendrá en cuenta el derecho consuetudinario indígena (art. 63).

Los pueblos indígenas tienen derecho a la propiedad comunitaria de la tierra, en extensión y calidad suficientes para la conservación y el desarrollo de sus formas peculiares de vida. El Estado les proveerá gratuitamente de estas tierras, las cuales serán inembargables, indivisibles, intransferibles, imprescriptibles, no susceptibles de garantizar obligaciones contractuales ni de ser arrendadas; asimismo, estarán exentas de tributo. Se prohíbe la remoción o traslado de su hábitat sin el expreso consentimiento de los mismos (art. 64).

Se garantiza a los pueblos indígenas el derecho a participar en la vida económica, social, política y cultural del país, de acuerdo con sus usos consuetudinarios, ésta Constitución y las leyes nacionales (art.65).

El Estado respetará las peculiaridades culturales de los pueblos indígenas especialmente en lo relativo a la educación formal. Se atenderá, además, a su defensa contra la regresión demográfica, la depredación de su hábitat, la contaminación ambiental, la explotación económica y la alienación cultural (art. 66).

· La garantía para todas las personas de contar con mecanismos que permitan reclamar medidas de protección del ambiente natural y del patrimonio cultural (art. 38), tanto en sede administrativa y judicial como en jurisdicciones locales, departamentales, nacionales e internacionales.
Toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, a reclamar a las autoridades públicas medidas para la defensa del ambiente, de la integridad del hábitat, de la salubridad pública, del acervo cultural nacional, de los intereses del consumidor y de otros que, por su naturaleza jurídica, pertenezcan a la comunidad y hagan relación con la calidad de vida y con el patrimonio colectivo (art. 38).
· Los mandatos constitucionales de fomentar la formación cultural (art. 80) y la difusión de la cultura (art. 83); proteger el patrimonio cultural (art. 81), los derechos de autor y la propiedad intelectual (art. 110); promover el desarrollo cultural en relación con el desarrollo económico y social del país (art. 176) y fomentar la participación de colectivos específicos en la vida cultural y los beneficios de la cultura, la ciencia y la tecnología (arts. 48, 56, 57 y art. 115 párrs. 2, 4, 7, 11 y 13).
La ley preverá la constitución de fondos para becas y otras ayudas, con el objeto de facilitar la formación intelectual, científica, técnica o artística de las personas con preferencia de las que carezcan de recursos (art. 80).

Los objetos, las publicaciones y las actividades que posean valor significativo para la difusión cultural y para la educación, no se gravarán con impuestos fiscales ni municipales. La ley reglamentará estas exoneraciones y establecerá un régimen de estímulo para introducción e incorporación al país de los elementos necesarios para el ejercicio de las artes y de la investigación científica y tecnológica, así como para su difusión en el país y en el extranjero (art. 83).

Se arbitrarán los medios necesarios para la conservación, el rescate y la restauración de los objetos, documentos y espacios de valor histórico, arqueológico, paleontológico, artístico o científico, así como de sus respectivos entornos físicos, que hacen parte del patrimonio cultural de la Nación. El Estado definirá y registrará aquellos que se encuentren en el país y, en su caso, gestionará la recuperación de los que se hallen en el extranjero. Los organismos competentes se encargarán de la salvaguarda y del rescate de las diversas expresiones de la cultura oral y de la memoria colectiva de la Nación, cooperando con los particulares que persigan el mismo objetivo. Quedan prohibidos el uso inapropiado y el empleo desnaturalizante de dichos bienes, su destrucción, su alteración dolosa, la remoción de sus lugares originarios y su enajenación con fines de exportación (art. 81).

Todo autor, inventor, productor o comerciante gozará de la propiedad exclusiva de su obra, invención, marca o nombre comercial, con arreglo a la ley (art. 110).

La política económica tendrá como fines, fundamentalmente, la promoción del desarrollo económico, social y cultural. […] (art. 176).
El hombre y la mujer tienen iguales derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales. El Estado promoverá las condiciones y creará los mecanismos adecuados para que la igualdad sea real y efectiva, allanando los obstáculos que impidan o dificulten su ejercicio y facilitando la participación de la mujer en todos los ámbitos de la vida nacional (art. 48). 

Se promoverán las condiciones para la activa participación de la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural del país (art. 56).

Toda persona en la tercera edad tiene derecho a una protección integral. La familia, la sociedad y los poderes públicos promoverán su bienestar mediante servicios sociales que se ocupen de sus necesidades de alimentación, salud, vivienda, cultura y ocio (art. 57).

La reforma agraria y el desarrollo rural se efectuarán de acuerdo con las siguientes bases: […] 2. la racionalización y la regularización del uso de la tierra y de las prácticas de cultivo para impedir su degradación, así como el fomento de la producción agropecuaria intensiva y diversificada; […] 4. la programación de asentamientos campesinos; la adjudicación de parcelas de tierras en propiedad a los beneficiarios de la reforma agraria, previendo la infraestructura necesaria para su asentamiento y arraigo, con énfasis en la vialidad, la educación y la salud; […]  7. la defensa y la preservación del ambiente; […] 11. la participación de los sujetos de la reforma agraria en el respectivo proceso, y la promoción de las organizaciones campesinas en defensa de sus intereses económicos, sociales y culturales; […]  13. la educación del agricultor y la de su familia, a fin de capacitarlos como agentes activos del desarrollo nacional; […] (art. 115).
Todos estos derechos corresponden efectivamente a todas las mujeres en tanto la Constitución rige para todos los habitantes del país. En tanto, en forma específica, la Constitución reconoce la igualdad de derechos entre la mujer y el hombre:

El hombre y la mujer tienen iguales derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales. El Estado promoverá las condiciones y creará los mecanismos adecuados para que la igualdad sea real y efectiva, allanando los obstáculos que impidan o dificulten su ejercicio y facilitando la participación de la mujer en todos los ámbitos de la vida nacional (Constitución, art. 48).

Para ello, establece elementos de igualdad y de afirmación positiva en relación con el derecho de familia (art. 49 a 53), el derecho laboral (art. 89), el acceso a la información (art. 27), los derechos políticos (art. 117), el desarrollo rural (art. 115) y la participación en conflictos armados (art. 129).

La familia es el fundamento de la sociedad. Se promoverá y se garantizará su protección integral. Esta incluye a la unión estable del hombre y de la mujer, a los hijos y a la comunidad que se constituya con cualquiera de sus progenitores y sus descendientes (Constitución, art. 49).

Toda persona tiene derecho a constituir familia, en cuya formación y desenvolvimiento la mujer y el hombre tendrán los mismos derechos y obligaciones (Constitución, art. 50). 

La ley establecerá las formalidades para la celebración del matrimonio entre el hombre y la mujer, los requisitos para contraerlo, las causas de separación, de disolución y sus efectos, así como el régimen de administración de bienes y otros derechos y obligaciones entre cónyuges. Las uniones de hecho entre el hombre y la mujer, sin impedimentos legales para contraer matrimonio, que reúnan las condiciones de estabilidad y singularidad, producen efectos similares al matrimonio, dentro de las condiciones que establezca la ley (Constitución, art. 51).

La unión en matrimonio del hombre y la mujer es uno de los componentes fundamentales en la formación de la familia (Constitución, art. 52).

Los padres tienen el derecho y la obligación de asistir, de alimentar, de educar y de amparar a sus hijos menores de edad. Serán penados por la ley en caso de incumplimiento de sus deberes de asistencia alimentaria. […] La ley reglamentará la ayuda que se debe prestar a la familia de prole numerosa y a las mujeres cabeza de familia. Todos los hijos son iguales ante la ley. Esta posibilitará la investigación de la paternidad. Se prohibe cualquier calificación sobre la filiación en los documentos personales (Constitución, art. 53).

Los trabajadores de uno y otro sexo tienen los mismos derechos y obligaciones laborales, pero la maternidad será objeto de especial protección, que comprenderá los servicios asistenciales y los descansos correspondientes, los cuales no serán inferiores a doce semanas. La mujer no será despedida durante el embarazo, y tampoco mientras duren los descansos por maternidad. La ley establecerá el régimen de licencias por paternidad (Constitución, art. 89).

La reforma agraria y el desarrollo rural se efectuarán de acuerdo con las siguientes bases: […] el apoyo a la mujer campesina, en especial a quien sea cabeza de familia; la participación de la mujer campesina, en igualdad con el hombre, en los planes de la reforma agraria; […] la educación del agricultor y la de su familia, a fin de capacitarlos como agentes activos del desarrollo nacional; […] (Constitución, art. 115 inc. 9, 10 y 13).
Los ciudadanos, sin distinción de sexo, tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus representantes, en la forma que determine esta Constitución y las leyes. Se promoverá el acceso de la mujer a las funciones públicas (Constitución, art. 117).

[…]Las mujeres no prestarán servicio militar sino como auxiliares, en caso de necesidad, durante conflicto armado internacional. Quienes declaren su objeción de conciencia prestarán servicio en beneficio de la población civil, a través de centros asistenciales designados por ley y bajo jurisdicción civil. La reglamentación y el ejercicio de este derecho no deberán tener carácter punitivo ni impondrán gravámenes superiores a los establecidos para el servicio militar. […] (Constitución, art. 129).

2.2. Compromisos internacionales

En el ámbito internacional, el Estado paraguayo participa de diversos sistemas de protección de derechos humanos y de integración internacional y regional. Los más relevantes por su alcance, características y desarrollo para este documento son:

· El sistema universal de protección de los derechos humanos en el ámbito de las Naciones Unidas, que se inicia con la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH), de 1948, e incluye un conjunto de instrumentos y mecanismos de protección y defensa de los derechos.

· El sistema interamericano de protección de los derechos humanos en el ámbito de la Organización de Estados Americanos (OEA), que surge con la Declaración Americana sobre los Derechos y los Deberes del Hombre, de 1948, e incluye un conjunto particular y regional de instrumentos y mecanismos de protección y defensa de los derechos.

· El sistema de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), emergente de los convenios realizados entre los Estados, las organizaciones representativas del empresariado y las de los trabajadores y las trabajadoras, iniciado en 1944.

· El sistema de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco, por su sigla en inglés).

· El sistema de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).

A todos ellos deben sumarse los avances concretos en el marco del Mercado Común del Sur (Mercosur), el Convenio Andrés Bello, la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI) y las relaciones con la Alianza Bolivariana para los Pueblos de nuestra América (ALBA).

Cada uno de estos sistemas puede contar con tres tipos de instrumentos:

· Las declaraciones no tienen un carácter vinculante, pues no obligan al Estado a acciones concretas y evaluables más allá de las que derivan de una enunciación de los derechos, pero tienen la fuerza de que convocan y expresan los principios para hacer exigibles estos derechos.

· Los tratados (pactos, convenios, convenciones y protocolos) requieren ser ratificados por los Estados, esto es, que deben constituirlos en leyes en el orden nacional y deben estar por encima de otras leyes y subordinadas a la Constitución del Estado.

· Los planes de acción representan acuerdos entre representantes de los Estados para implementar pasos más concretos en materia de promoción, protección y garantía de los derechos, pero revisten distinto grado de obligación.

Por último, los sistemas disponen de mecanismos de seguimiento de los acuerdos y convenios, que varían según el instrumento jurídico que los crea y la consolidación de las instituciones del sistema para realizar esta tarea.
2.2.1. Sistema universal de protección de derechos

Instrumentos
El sistema universal de protección de derechos se aloja en el seno de las Naciones Unidas y surge con la DUDH en 1948, que se concretiza con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Pidesc), ambos en 1966. En su conjunto conforman la Carta Universal de los Derechos Humanos. 

En 1965, la Asamblea General había aprobado la Convención Internacional para la Eliminación de la Discriminación Racial (CEDR) y en 1979 aprobó la Convención Internacional para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Cedaw, por su sigla en inglés). En tanto, en 1984, se aprueba la Convención contra la Tortura y otros tratos y penas crueles, inhumanos y degradantes (CAT, por su sigla en inglés), en 1989, aprueba la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) y al año siguiente, 1990, hace lo mismo con la Convención Internacional para la Protección de todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares (CPTM o CMW, por su sigla en inglés). Hubo que esperar hasta 2006, para que dos nuevos instrumentos fueran aprobados: la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) y la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas frente a las Desapariciones Forzadas (CDF). De todos ellos, todavía no está en vigor la CDF, porque no fue ratificada aún por el número mínimo de Estados que se requiere.

Junto con estos pactos y convenciones, los protocolos facultativos permiten incluir temas adicionales, a veces más polémicos y que pueden dificultar los acuerdos entre los Estados para aprobar las convenciones y pactos. 

· Uno de los puntos más polémicos es la recepción de comunicaciones individuales por parte de los órganos de vigilancia, mecanismo tendiente a establecer si un Estado violó algún derecho consagrado en el tratado en una situación determinada y que permite al comité respectivo realizar recomendaciones concretas para reparar el daño y evitar que vuelva a suceder. 

En 1966, fue aprobado el primer Protocolo facultativo al PIDCP (OP1-ICCPR, por su sigla en inglés), prácticamente en conjunto con la aprobación del Pacto; en 1999, veinte años después de la aprobación de la Cedaw, fue aprobado un protocolo facultativo que permite a su comité recibir comunicaciones individuales (OP-Cedaw, por su sigla en inglés); en 2002, se hizo lo propio con el Comité contra la Tortura (OP-CAT, por su sigla en inglés), tras ocho años de la aprobación del CAT y con la aprobación de un mecanismo de prevención más directo como es el Subcomité de Prevención de la Tortura (SPT); en 2006, en simultáneo con la aprobación de la CDPD se aprobó su Protocolo facultativo (OP-CRPD, por su sigla en inglés), que de hecho suele ser ratificado en conjunto con el mismo tratado, como en el caso paraguayo; y en 2008, tras cuarenta y dos años de aprobación del Pidesc se alcanzó a aprobar su protocolo facultativo, permitiendo al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales recibir comunicaciones individuales. Estos avances permiten demostrar una reticencia de los Estados a ser evaluados en sus acciones concretas en situaciones individuales en el ámbito internacional, pero también muestran el modo en que resulta más comprensible y aceptable para los Estados hegemónicos el desarrollo de mecanismos de control de los derechos civiles y políticos en detrimento de los derechos económicos, sociales y culturales. Actualmente se encuentra en preparación una propuesta de protocolo facultativo a la CDN que permitiría al comité respectivo recibir comunicaciones individuales.
· Otros temas polémicos en la historia y que merecieron la conformación de protocolos facultativos a las convenciones y pactos fueron la abolición de la pena de muerte, que se consagra en 1989 con el segundo Protocolo facultativo al PIDCP (OP2-ICCPR); la participación de niños, niñas y adolescentes en conflictos armados, que se limita con un Protocolo facultativo a la CDN (OPAC, por su sigla en inglés) y la eliminación de la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, que se plantea con otro Protocolo facultativo a la CDN (OPSC, por su sigla en inglés), ambos del 2000.
En 2007, se suma a la DUDH, la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que es aprobada tras casi veinte años de diálogo entre los Estados y las organizaciones sociales, incluidas las que nuclean a los pueblos indígenas y aquellas que están al servicio de defender y promover sus derechos.

Los derechos culturales consagrados en 
la Convención para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer

Todos los derechos culturales consagrados en el conjunto de instrumentos internacionales de derechos humanos corresponden a las mujeres. Como la Convención para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer se constituye en el instrumento jurídico internacional de mayor relevancia en la garantía de la eliminación de las barreras para el goce de los mismos y de los compromisos asumidos en forma vinculante por 186 Estados partes (entre ellos Paraguay), se presentan los derechos culturales consagrados en la misma (las negritas son nuestras):
La misma definición de discriminación contra la mujer que se realiza en la Convención incluye el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la esfera cultural (art. 1), por lo que los Estados partes se obligan a implementar todas las medidas para asegurar que efectivamente sean eliminadas esas barreras.

A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera (Convención para la eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer, art. 1).
Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre (Convención para la eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer, art. 3).

Además, tiene en consideración asumir las medidas para la modificación de los patrones socio culturales que sostienen los prejuicios y las prácticas discriminatorias por razones de sexo (art. 5) y para eliminar las barreras económicas y sociales que impiden el goce en particular de los derechos culturales (art. 13).
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: […] Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres; [...](Convención para la eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer, art. 5 inc. a).
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular: [...] El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los aspectos de la vida cultural (Convención para la eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer, art. 13 inc. c).
Órganos de vigilancia y mecanismo de seguimiento

Cada tratado crea un órgano de vigilancia, conformado por expertas y expertos elegidos entre los ciudadanos y las ciudadanas de los Estados que lo hayan ratificado, y que actúan en forma independiente de los gobiernos. Los Estados se obligan a presentar un informe de implementación en forma periódica (cada dos a cinco años), los órganos de vigilancia reciben información de otras fuentes (ONG, agencias del sistema de las Naciones Unidas) y posteriormente mantienen un diálogo con la delegación oficial, tras lo cual produce unas recomendaciones acerca de cómo mejorar la aplicación del tratado en el país. Además, los comités emiten observaciones generales relativas a temas específicos del tratado bajo su responsabilidad, generalmente recuperados de las cuestiones más relevadas entre los informes de los Estados. 
Actualmente se cuenta con siete comités y un subcomité: 
· El Comité de Derechos Humanos para vigilar la implementación del PIDCP y sus protocolos facultativos.
· El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que vigila la implementación del Pidesc y su protocolo facultativo. Este Comité ha emitido cinco observaciones generales que se vinculan con los derechos culturales:
· “Los derechos económicos, sociales y culturales de las personas mayores” (6),
· “El rol de las instituciones nacionales independientes de derechos humanos en la protección de los derechos económicos, sociales y culturales” (10), 
· “El derecho de toda persona a beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales resultantes de toda producción científica, literaria o artística de que sea autora” (17), 
· “No-discriminación en los derechos económicos, sociales y culturales” (20), y
· “El derecho de toda persona a participar en la vida cultural” (21).
· El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, que vigila la implementación del CEDR. Este comité ha emitido cuatro observaciones generales que involucran a los derechos culturales: 
· “La presentación de informes por los Estados parte (artículo 1)” (IV), 
· “El párrafo 1 del Artículo 1 de la Convención” (XIV), ambos relativos al concepto de discriminación racial; 
· “El artículo 5 de la Convención” (XX), sobre la igualdad ante la ley incluyendo el goce del derecho a la participación en la vida cultural; y 
· “La presentación de informes por los Estados parte (artículo 7)” (V), relativo a la adopción de medidas inmediatas y eficaces para eliminar la discriminación racial en todas las esferas.

· El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, para vigilar la implementación de la Cedaw y su protocolo facultativo. Este comité ha emitido tres observaciones generales vinculadas a los derechos culturales: 
· “La violencia contra la mujer” (12), 
· “La vida política y pública” (23), y
· “Las trabajadoras migratorias” (25).

· El Comité contra la Tortura, que vigila la implementación del CAT y un Subcomité de Prevención de la Tortura (SPT) conforme al protocolo facultativo del CAT (OP-CAT).
· El Comité sobre Derechos del Niño, que vigila la implementación de la CDN y sus protocolos facultativos (OPSC y OPAC). Este comité ha emitido seis observaciones generales vinculadas a los derechos culturales: 
· “Propósitos de la educación” (1), 
· “Medidas generales de aplicación de la CDN” (5), 
· “Los derechos de los niños con discapacidad” (9), 
· “Los derechos del niño en la justicia juvenil” (10), 
· “Los niños indígenas y sus derechos en la CDN” (11), y

· “El derecho del niño a ser oído” (12).
· El Comité para la Protección de los Trabajadores Migratorios, que vigila la implementación de la CPTM o CMW.
· El Comité sobre Derechos de las Personas con Discapacidad, que vigila la implementación de la CDPD. 

En conjunto con los órganos de vigilancia de los tratados, el sistema universal cuenta con procedimientos especiales y con el Consejo de Derechos Humanos. 
· Los procedimientos especiales son grupos de trabajo, expertos y expertas independientes y relatores y relatoras especiales que reciben el mandato de profundizar sobre una temática sensible de los derechos humanos o sobre la situación de los derechos humanos en un país o región específica. 
Varios de los procedimientos especiales temáticos guardan relación con los derechos culturales, entre ellos el derecho a la educación, la libertad de religión y creencias, los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos indígenas, entro otros. 
En marzo de 2009, el Consejo de Derechos Humanos decidió establecer un nuevo procedimiento especial titulado “Experto independiente en la esfera de los derechos culturales”. Fue designada como experta independiente, Farid Shaheed, socióloga paquistaní, con el siguiente mandato:

a)
Identificar las mejores prácticas en la promoción y protección de los derechos culturales a nivel local, nacional, regional e internacional;

b) 
Detectar los obstáculos que pueden existir para la promoción y protección de los derechos culturales y presentar propuestas y/o recomendaciones al Consejo [de Derechos Humanos] acerca de posibles medidas para superarlos;

c) 
Trabajar, en cooperación con los Estados, para fomentar la adopción de medidas de promoción y protección de los derechos culturales a nivel local, nacional, regional e internacional, mediante propuestas concretas destinadas a intensificar la cooperación subregional, regional e internacional a este respecto;

d) 
Estudiar la relación entre derechos culturales y diversidad cultural, en estrecha colaboración con los Estados y otros actores pertinentes, entre ellos, en particular, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, con el fin de promover aún más los derechos culturales;

e) 
Integrar en su labor la perspectiva de género y de la discapacidad;

f) 
Trabajar en estrecha coordinación, evitando las duplicaciones innecesarias, con las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales, otros procedimientos especiales del Consejo [de Derechos Humanos, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, así como con otros actores pertinentes que representen la gama más amplia posible de intereses y experiencias, dentro de sus respectivos mandatos, en particular asistiendo a las conferencias y reuniones internacionales pertinentes y procediendo a su seguimiento (Resolución 10/23 del Consejo de Derechos Humanos, 26 de marzo de 2009).

Entre sus actividades destacadas se encuentra un seminario “Para una puesta en marcha de los derechos culturales. Naturaleza, apuestas y desafíos”, realizado en febrero de 2010.  
· El Consejo de Derechos Humanos es un órgano conformado por representantes de los Estados que vigila el cumplimiento de los derechos en su conjunto y cuenta con un mecanismo que es el Examen Periódico Universal al que se debe someter cada país en forma periódica.
La Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas no posee un órgano de vigilancia, dado su carácter declarativo y no vinculante, sin embargo, reconoce el valor que significa la supervisón de la Asamblea General y, particularmente, las tareas emprendidas por el Foro Permanente de las Naciones Unidas sobre las cuestiones de los Pueblos Indígenas.
2.2.2. Sistema interamericano de protección de derechos humanos
Instrumentos

El sistema interamericano de protección de derechos humanos se inicia con la aprobación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada en 1948 en el marco de la novena conferencia interamericana en el ámbito de la Organización de Estados Americanos (OEA), meses antes de la DUDH, en el seno de las Naciones Unidas. En 1969 se aprobó la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) o Pacto de San José de Costa Rica, que establece los deberes de los Estados parte; reconoce los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales y culturales; dispone las medidas y limitaciones para la suspensión de garantías, la interpretación del pacto y su aplicación; enumera los deberes de las personas y los órganos de vigilancia.
En 1985 fue adoptada la Convención interamericana para prevenir y sancionar la tortura, en la cual se define esta práctica y se establecen las medidas que deberán tomar los Estados partes para prevenir y sancionarla. En 1988, se adoptó el Protocolo adicional a la CADH en materia de derechos económicos, sociales y culturales o Protocolo de San Salvador, que establece la obligación de adoptar medidas de orden interno y de cooperación internacional para lograr progresivamente la efectividad de estos derechos, la obligación de no discriminar en su aplicación bajo concepto alguno y la enumeración de los derechos económico sociales y culturales.

En 1990, se aprobó el Protocolo adicional a la CADH relativo a la abolición de la pena de muerte que establece la prohibición a los Estados partes de aplicar en su territorio la pena de muerte a persona alguna, solo permite una reserva de aplicación en tiempo de guerra conforme al derecho internacional por delitos sumamente graves de carácter militar. En 1994, fue adoptada la Convención interamericana sobre la desaparición forzada de personas, mediante la cual los Estados se comprometen a no practicar, permitir ni tolerar la desaparición forzada de personas; a sancionar a los autores; a cooperar entre sí en la prevención, sanción y erradicación de este fenómeno y a tomar medidas legislativas, administrativas, judiciales o de cualquier otra índole para hacerle frente. En el mismo año, se aprobó la Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer o Convención de Belém do Pará, en que se establece la definición de violencia contra la mujer, el ámbito de aplicación, los derechos protegidos, los deberes de los Estados partes y los mecanismos de protección. En 1999, fue adoptada la Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, en que se definen los términos discapacidad y discriminación, se orienta a la prevención y eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad.

Todos los instrumentos del sistema interamericano protegen los derechos de las mujeres. La CADH proscribe la pena de muerte a mujeres en estado de gravidez (art. 4 párr. 5), prohibe la trata de mujeres (art. 6 párr. 1) y reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia sin discriminación (art. 17 párr. 2). Por su parte los derechos consagrados en el Protocolo de San Salvador corresponden íntegramente a todas las mujeres,  las medidas relativas a eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad incluyen a las mujeres con discapacidad. Sin embargo, es la Convención de Belem do Pará se constituye en el instrumento jurídico del sistema interamericano más importante en la protección de las mujeres para el ejercicio de sus derechos.
La Convención de Belem do Pará reconoce a la violencia contra la mujer como una barrera para el ejercicio de sus derechos culturales (art. 5) y describe al derecho a una vida libre de violencia como compuesto por el derecho a la libertad de toda forma de discriminación y a su valoración y educación libre de estereotipos de orden sexual y de género (art. 6).

Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos (Convención de Belem do Pará, art. 5).

El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:

a.
el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación;

b. 
el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación (Convención de Belem do Pará, art. 6).

Por ello, entre las responsabilidades de los Estados se establecen las medidas para la modificación de los patrones socio culturales que sostienen prejuicios, costumbres y prácticas basadas en una concepción de inferioridad o superioridad de cualquier género.

Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: […] modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del 
proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia contra la mujer; [...] (Convención de Belem do Pará, art. 8 inc. b).

Los derechos culturales en cuanto tales consagrados en los instrumentos del sistema interamericano se encuentran detallados en el anexo 2.

Órganos de vigilancia y mecanismos de seguimiento

El sistema interamericano establece como sus órganos de vigilancia a la Comisión interamericana de derechos humanos (CIDH) y a la Corte interamericana de derechos humanos (Corte IDH), quienes tiene capacidad para entender en los asuntos que atañen tanto a la Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombre como a la CADH y el conjunto de instrumentos. Se someten a la jurisdicción de la CIDH todos los Estados firmantes de la referida declaración y reconocen la jurisdicción (como tribunal supranacional que obliga al cumplimiento de sus sentencias y cuyas medidas generan jurisprudencia) de la Corte IDH todos los Estados que hayan ratificado la CADH.
La CIDH está integrada por siete comisionadas y comisionados independientes con experiencia en la promoción y defensa de los derechos humanos. La Corte IDH está conformada por siete juristas de la más alta autoridad moral y reconocida competencia en materia de derechos humanos. En ambos casos se busca representación geográfica, y sus miembros se desempeñan en forma personal (no representan a los Estados de que son ciudadanas o ciudadanos).
La CIDH cuenta además con una unidad sobre los defensores de los derechos humanos y siete relatorías especiales (libertad de expresión, derechos de la mujer, trabajadores migratorios y miembros de sus familias, derechos de los pueblos indígenas, derechos de las personas con discapacidad, derechos de los afrodescendientes y lucha contra la discriminación racial, derechos de la niñez). 

La Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) es un órgano especializado conformado por representantes de los Estados, de los cuales recibe informes anuales relativos a los derechos de las mujeres, está reconocido por la Convención de Belém do Pará como órgano calificado para solicitar opiniones consultivas a la Corte IDH en su materia y para contactar con la CIDH por temáticas de violencia contra la mujer.

La Convención interamericana para la eliminación de la discriminación de las personas con discapacidad establece la creación de un Comité interamericano de eliminación de la discriminación de las personas con discapacidad, pero este mecanismo todavía no fue instalado. 

En materia de derechos culturales, la CIDH ha publicado un estudio de los estándares fijados por el sistema interamericano denominado “Acceso a la justicia como garantía de los derechos económicos, sociales y culturales” (2007), un documento titulado “Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales” (2008) y un “Informe sobre el castigo corporal y los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes” (2009). Junto con estos se encuentran otros informes y estudios relativos a los derechos del niño, el derecho de las mujeres a una vida sin violencia, entre otros, en que se incluyen los derechos culturales.

En tanto, la Corte IDH no ha emitido opiniones consultivas específicas sobre los derechos culturales (porque no ha recibido petición alguna en la materia hasta la fecha), aunque en dos de ellas hace referencia tangencial a los derechos culturales (La condición jurídica y los derechos humanos del niño, de 2002, y La condición jurídica y los derechos de los migrantes indocumentados, de 2003).
La Corte IDH ha abordado los derechos culturales en casos contenciosos que involucran particularmente los derechos de los pueblos indígenas (notablemente, dos con sentencia firme y uno en trámite en contra del Estado paraguayo, y otros tres contra los Estados colombiano, guatemalteco y surinamés, respectivamente). 

2.2.2. Sistema de la Instrumentos

La Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco, por su sigla en inglés) es un organismo especializado de las Naciones Unidas creado en 1945, mediante su constitución que entra en vigor en 1946. El objetivo principal es contribuir a la paz y a la seguridad en el mundo mediante la educación, la ciencia, la cultura y las comunicaciones. Las actividades culturales emprendidas por la Unesco buscan la salvaguarda del patrimonio cultural mediante el estímulo de la creación y la creatividad y la preservación de las entidades culturales y tradiciones orales, así como a promoción de los libros y la lectura.
Entre las declaraciones de la Unesco vinculadas a los derechos culturales y la diversidad cultural se encuentran la Declaración de México sobre las políticas culturales (1982). Los tratados más relevantes en materia de derechos culturales son la Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales (1970), la Convención sobre la protección del patrimonio mundial cultural y natural (1972), la Convención para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial (2003) y la Convención sobre la promoción y la protección de la diversidad de las expresiones culturales (2005).
Todas estas convenciones protegen los derechos culturales del conjunto de la población, pero particularmente las mujeres a la participación en la vida cultural de sus comunidades, al goce de sus beneficios y a la educación. En el anexo 3 se encuentran los derechos culturales consagrados en los instrumentos del sistema de la Unesco.

2.2.4.
Otros sistemas internacionales que incluyen 

derechos culturales y diversidad cultural 
La Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI)
 La OMPI es un organismo especializado del sistema de organizaciones de las Naciones Unidas, establecido en 1967, con el objetivo de desarrollar un sistema de propiedad intelectual internacional equilibrado y accesible y que recompense la creatividad, estimule la innovación y contribuya al desarrollo económico, salvaguardando a la vez el interés público.
Sus dos tratados más importantes en relación con los derechos culturales son: el Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor (WCT, por su sigla en inglés) y el Tratado de la OMPI sobre interpretación o ejecución y fonogramas. Los órganos de vigilancia de estos tratados son las respectivas Asambleas de Partes Contratantes, esto es, los Estados que adhirieron a cada uno.

Los derechos consagrados en la OMPI se vinculan con los derechos de las mujeres al proteger los derechos de propiedad intelectual de quienes producen bienes culturales, sobre todo artísticos. En Anexo 4 se encuentran los derechos culturales consagrados en los instrumentos jurídicos de la OMPI.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT)

La OIT es la agencia tripartita de las Naciones Unidas que convoca a gobiernos, empleadores y trabajadores de sus estados miembros con el fin de emprender acciones conjuntas destinadas a promover el trabajo decente en el mundo. Desde 1919 ha consagrado los tratados más importantes relativos a las relaciones laborales, la seguridad social y la igualdad entre trabajadoras y trabajadores. Adicionalmente, la OIT ha consagrado el más importante instrumento vinculante con que se cuenta para el respeto de los derechos de los pueblos indígenas, el Convenio Nº 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes (C169).

Algunos convenios que pueden ser considerados como relacionados con la modificación de prácticas tradicionales perniciosas son el Convenio Nº 100 relativo a la igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un trabajo de igual valor (C100); el Convenio Nº 111 relativo a la discriminación en materia de empleo y ocupación (C111); el Convenio Nº 138 sobre la edad mínima de admisión al empleo (C138); el Convenio Nº 182 sobre las peores formas de trabajo infantil (C182); el Convenio Nº 29 sobre el trabajo forzoso (C29); el Convenio Nº 105 sobre la abolición del trabajo forzoso (C105) y el Convenio Nº 156 sobre los trabajadores con responsabilidades familiares (C156).
Como los Convenios 29, 100, 105, 111, 138 y 182 pueden asociarse esencialmente a las prácticas tradicionales perniciosas, en materia de derechos culturales, solo se ha incluido en anexo 5 las referencias a estos derechos en el C169.
Otras modalidades de cooperación internacional e integración regional
en el ámbito de los derechos culturales y la diversidad cultural

Junto con los sistemas descritos en este estudio, existen otras modalidades de cooperación internacional e integración regional en el ámbito de los derechos culturales y la diversidad cultural que no fueron analizados considerando la concentración en aquellas que mayores desarrollos hayan tenido en cuanto a consagrar y garantizar estos derechos y asegurar su seguimiento.

Entre estas otras modalidades, que sobre todo se refieren a planes de acción de tipo regional se incluyen: 

· El Convenio Andrés Bello (CAB) es una organización de carácter intergubernamental e internacional con sede en Bogotá, que desde 1970 trabaja en procesos de integración educativa, científica, tecnológica y cultural en el ámbito iberoamericano. Se funda en el Tratado de la Organización Andrés Bello de Integración educativa, científica, tecnológica y cultural.

· La Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI) es un organismo de cooperación intergubernamental creado en 1985 y con sede en Madrid. Los objetivos de la OEI  se orientan a promover la cooperación, el intercambio, el desarrollo, la difusión y la comunicación en las áreas de la educación, la ciencia, la tecnología y la cultura entre los países integrantes, difundiendo a la vez las lenguas española y portuguesa. Promueve y organiza las Conferencias Iberoamericanas de Educación y las Conferencias Iberoamericanas de Cultura. Cuenta con una Carta Cultural Iberoamericana (2005) en que se reconoce a la cultura como indispensable para el desarrollo integral de los pueblos.

· La Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América (ALBA) es una plataforma de integración enfocada en los países de América Latina y el Caribe, cuyo énfasis se encuentra en la lucha contra la pobreza y la exclusión social. Se concreta en un proyecto de colaboración y complementación política, social, cultural y económica y se fundamenta en la creación de mecanismos que aprovechen las ventajas cooperativas entre las diferentes naciones asociadas, para así compensar las asimetrías entre ellas. El ALBA dispone un programa denominado ALBA Cultural, que consta de un fondo cultural y de un mecanismo denominado Casas del ALBA, para promocionar planes conjuntos que incluyan la producción, distribución y difusión editorial, audiovisual y discográfica así como la enseñanza de las artes.
· El Mercado Común del Sur (Mercosur) es una unión aduanera creada en 1991 y que en el proceso de integración ha incluido aspectos sociales, políticos, educativos y culturales entre sus miembros plenos y asociados. En este contexto se cuenta con un Protocolo de Integración Cultural entre los países miembros del Mercosur, ratificado por Paraguay (ley 1086/97).

Bibliografía

Abramovich, Víctor (2006) Una aproximación al enfoque de derechos en las estrategias y políticas de desarrollo en: Revista de la Cepal Nº 88. Abril de 2006, pp. 35-50. Disponible en: <http://www.eclac.org/publicaciones/xml/2/24342/G2289eAbramovich.pdf>, consultado el 10 de abril de 2010. 

Angarita Cañas, Pablo Emilio (2002) La seguridad ciudadana, ¿nuevo reto en la defensa de los derechos humanos? en: Angarita Cañas, Pablo Emilio – coordinador (2002) Derechos humanos, seguridad ciudadana y sociedad civil. San José de Costa Rica: Instituto Interamericano de Derechos Humanos, pp. 117-166.

Balbín, Jesús (2008) Metodología para la inclusión del enfoque de derechos en el desarrollo vía los planes. Medellín: Instituto Popular de Capacitación. Disponible en: <http://www.ipc.org.co/images/stories/EnfoqueDerechos.pdf>, consultado el 10 de abril de 2010.

Bolívar, Ligia (2002) Estado actual de los derechos económicos, sociales y culturales en: Instituto Interamericano de Derechos Humanos (2002) II Curso interamericano “Sociedad civil y derechos humanos”. Memoria. San José de Costa Rica: Instituto Interamericano de Derechos Humanos, pp. 271-299.

Celma, Luis Claudio (2008) ¿Qué son los derechos de niñas, niños y adolescentes? Asunción: Global Infancia y Plan Paraguay.

Celma, Luis Claudio (2010) Ahora, contame un cuento. Mitos sobre la educación en derechos humanos y el derecho a la educación en: Ferreyra, Horacio y Eberle, Jacinta (2010) Actualidad y campo pedagógico. Textos con el pretexto de habilitar el debate educativo. México y Córdoba: Universidad Santo Tomás y Ediciones de la Universidad Católica de Córdoba, en prensa.

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (2009) Observación general Nº 21. Derecho de toda persona a participar en la vida cultural. Catalogado como E/C.12/GC/21. Ginebra, 21 de diciembre de 2009.
Dobrée, Patricio (2007) Los derechos culturales y las nuevas responsabilidades del Estado en: Coordinadora por los Derechos Humanos en Paraguay (2007) Derechos humanos en Paraguay 2007. Asunción: Codehupy, pp. 440-451.

Dobrée, Patricio (2008) Dificultades para la institucionalización. Derechos culturales en: Coordinadora por los Derechos Humanos en Paraguay (2008) Derechos humanos en Paraguay 2008. Asunción: Codehupy, pp. 611-625.

Dobrée, Patricio (2009) Para no olvidar. Los derechos culturales desde la perspectiva del derecho a la memoria en: Coordinadora por los Derechos Humanos en Paraguay (2009) Derechos humanos en Paraguay – Yvypóra derécho Paraguáipe. Asunción: Codehupy, pp. 453-463.

Foro Permanente de Naciones Unidas para cuestiones indígenas (2009) Misión a Paraguay. Informe y recomendaciones. Disponible en: <http://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/UNPFII_Mission_Report_Paraguay_ES.pdf>, consultado el 10 de abril de 2010. 

Mattarollo, Rodolfo (2010) ¿Derecho a la información o derecho a la verdad? en: Le Monde diplomatique – Edición Cono Sur Año XI Nº 130 abril de 2010, pág. 8.

Office of the High Commissioner on Human Rights (n/d) Fact Sheet No. 23 Harmful traditional practices affectin the health of women and children. Geneva: OHCHR. Disponible en: <http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FactSheet23en.pdf>, consultado el 10 de abril de 2010.

Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2006) Preguntas frecuentes sobre el enfoque de derechos humanos en la cooperación para el desarrollo. Ginebra: OACNUDH. Disponible en: <http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FAQsp.pdf>, consultado el 10 de abril de 2010.

Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos (2007) El derecho a la verdad. Informe al Consejo de Derechos Humanos. Ginebra, 7 de junio de 2007. Catalogado como A/HRC/5/7.

Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos (2007) El derecho a la verdad. Informe al Consejo de Derechos Humanos. Ginebra, 21 de agosto de 2009. Catalogado como A/HRC/12/19.

Organización de Estados Americanos (2007) El derecho a la verdad. Resolución de la Asamblea General. Washington, 5 de junio de 2007. Catalogada como AG/RES. 2267 (XXXVII-O/07). Disponible en: <http://64.130.31.205/biblioteca/pdf/5830.pdf>, consultado el 10 de abril de 2010.

Piovesan, Flavia (2004) Derechos sociales, económicos y culturales y derechos civiles y políticos en: SUR Revista internacional de derechos humanos Año I Nº 1, pp. 21-47. 
Symonides, Janusz (1998) Derechos culturales: una categoría descuidada de los derechos humanos en: Revista internacional de ciencias sociales RICS 158. Diciembre de 1998. Edición web, disponible en: <http://www.unesco.org/issj/rics158/symonidesspa.html#js3>, consultado el 10 de abril de 2010.

Anexos
ANEXO 1. Los derechos culturales en los instrumentos
del sistema universal de protección de derechos humanos

	Artículos
	Texto

	Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH)

	Art. 22
	Derecho a la seguridad social y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional […] la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.

	Art. 27 párr. 1
	Derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, gozar de las artes y a participar en el progreso científico.

	Art. 27 párr. 2
	Derecho a la satisfacción de intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea  autor.

	Declaración de los Derechos de los Pueblos indígenas

	Preámbulo
	Afirmando también que todos los pueblos contribuyen a la diversidad y riqueza de las civilizaciones y culturas, que constituyen el patrimonio común de la humanidad; […]
Reconociendo la urgente necesidad de respetar y promover los derechos intrínsecos de los pueblos indígenas, que derivan de sus estructuras políticas, económicas y sociales y de sus culturas, de sus tradiciones espirituales, de su historia y de su filosofía, especialmente los derechos a sus tierras, territorios y recursos, [...]
Afirmando también que todos los pueblos contribuyen a la diversidad y riqueza de las civilizaciones y culturas, que constituyen el patrimonio común de la humanidad; […]
Reconociendo la urgente necesidad de respetar y promover los derechos intrínsecos de los pueblos indígenas, que derivan de sus estructuras políticas, económicas y sociales y de sus culturas, de sus tradiciones espirituales, de su historia y de su filosofía, especialmente los derechos a sus tierras, territorios y recursos; [...]

	Art. 5
	Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural del Estado.

	Art. 8 párr. 1
	Los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a no ser sometidos a una asimilación forzada ni a la destrucción de su cultura. 

	Art. 8 párr. 2 
inc. a 
	Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la prevención y el resarcimiento de: a) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia privarlos de su integridad como pueblos distintos o de sus valores culturales o su identidad étnica; […]

	Art. 11
	Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y costumbres culturales. Ello incluye el derecho a mantener, proteger y desarrollar las manifestaciones pasadas, presentes y futuras de sus culturas, como lugares arqueológicos e históricos, objetos, diseños, ceremonias, tecnologías, artes visuales e interpretativas y literaturas.
Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos eficaces, que podrán incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas, respecto de los bienes culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan sido privados sin su consentimiento libre, previo e informado o en violación de sus leyes, tradiciones y costumbres.


(continúa en la página siguiente)

(viene de la página anterior)
	Artículos
	Texto

	Declaración de los Derechos de los Pueblos indígenas (continuación)

	Art. 12 párr. 1
	Los pueblos indígenas tienen derecho a manifestar, practicar, desarrollar y enseñar sus tradiciones, costumbres y ceremonias espirituales y religiosas; a mantener y proteger sus lugares religiosos y culturales y a acceder a ellos privadamente; a utilizar y controlar sus objetos de culto, y a obtener la repatriación de sus restos humanos.

	Art. 13 párr. 1
	Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escritura y literaturas, y a atribuir nombres a sus comunidades, lugares y personas, así como a mantenerlos.

	Art. 14 
	1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y controlar sus sistemas e instituciones docentes que impartan educación en sus propios idiomas, en consonancia con sus métodos culturales de enseñanza y aprendizaje. 
2. Los indígenas, en particular los niños, tienen derecho a todos los niveles y formas de educación del Estado sin discriminación. 

3. Los Estados adoptarán medidas eficaces, conjuntamente con los pueblos indígenas, para que las personas indígenas, en particular los niños, incluidos los que viven fuera de sus comunidades, tengan acceso, cuando sea posible, a la educación en su propia cultura y en su propio idioma.

	Art. 15, párr. 1 y 2
	1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que la dignidad y diversidad de sus culturas, tradiciones, historias y aspiraciones queden debidamente reflejadas en la educación y la información pública.
2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar que los medios de información públicos reflejen debidamente la diversidad cultural indígena. Los Estados, sin perjuicio de la obligación de asegurar plenamente la libertad de expresión, deberán alentar a los medios de información privados a reflejar debidamente la diversidad cultural indígena.

	Art. 31 
	1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, controlar, proteger y desarrollar su patrimonio cultural, sus conocimientos tradicionales, sus expresiones culturales tradicionales y las manifestaciones de sus ciencias, tecnologías y culturas, comprendidos los recursos humanos y genéticos, las semillas, las medicinas, el conocimiento de las propiedades de la fauna y la flora, las tradiciones orales, las literaturas, los diseños, los deportes y juegos tradicionales, y las artes visuales e interpretativas. También tienen derecho a mantener, controlar, proteger y desarrollar su propiedad intelectual de dicho patrimonio cultural, sus conocimientos tradicionales y sus expresiones culturales tradicionales. 
2. Conjuntamente con los pueblos indígenas, los Estados adoptarán medidas eficaces para reconocer y proteger el ejercicio de estos derechos.

	Art. 35, párr. 1
	Los pueblos indígenas, en particular los que están divididos por fronteras internacionales, tienen derecho a mantener y desarrollar los contactos, las relaciones y la cooperación, incluidas las actividades de carácter espiritual, cultural, político, económico y social, con sus propios miembros, así como con otros pueblos, a través de las fronteras.

	Art. 42
	Las Naciones Unidas, sus órganos, incluido el Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas, y los organismos especializados, incluso a nivel local, así como los Estados, promoverán el respeto y la plena aplicación de las disposiciones de la presente Declaración y velarán por su eficacia.


(continúa en la página siguiente)

(viene de la página anterior)
	Artículos
	Texto

	Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), ley 5/92

	Art. 1, párr. 1
	Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 

	Art. 18
	1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza.
2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección.
3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás.
4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

	Art. 19 
	1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 
2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 

	Art. 27
	En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma. 

	Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Pidesc), ley 4/92

	Art. 1
	Autodeterminación de los pueblos. […] establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 

	Art. 3
	Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto.

	Art. 15
	1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a: 


a) Participar en la vida cultural;

b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;

c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le 


correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea 
autora. 
2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura. 
3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora. 
4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones científicas y culturales. 

	Art. 19 párr. 2
	Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.


(continúa en la página siguiente)

(viene de la página anterior)
	Artículos
	Texto

	Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Pidesc) (continuación)

	Art. 27
	En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma. 

	Convención para la Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer
(Cedaw, por su sigla en inglés), ley 1215/86 

	Art. 1
	A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

	Art. 3
	Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.

	Art. 5
	Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres; [...].

	Art. 13
	Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular: [...] c) El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los aspectos de la vida cultural.

	Convención Internacional para la Eliminación de toda forma de Discriminación Racial (CEDR), ley 2128/03 

	Art. 1
párr. 1
	En la presente Convención la expresión "discriminación racial" denotará toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública.

	Art. 2
párr. 2
	Los Estados partes tomarán, cuando las circunstancias lo aconsejen, medidas especiales y concretas, en las esferas social, económica, cultural y en otras esferas, para asegurar el adecuado desenvolvimiento y protección de ciertos grupos raciales o de personas pertenecientes a estos grupos, con el fin de garantizar en condiciones de igualdad el pleno disfrute por dichas personas de los derechos humanos y de las libertades fundamentales. Esas medidas en ningún caso podrán tener como consecuencia el mantenimiento de derechos desiguales o separados para los diversos grupos raciales después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron.

	Art. 5
inc. e
num. vi
	En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el artículo 2 de la presente Convención, los Estados partes se comprometen a prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los derechos siguientes: [...] e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular: [...] vi) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las actividades culturales; [...].

	Art. 7
	Los Estados partes se comprometen a tomar medidas inmediatas y eficaces, especialmente en las esferas de la enseñanza, la educación, la cultura y la información, para combatir los prejuicios que conduzcan a la discriminación racial y para promover la comprensión, la tolerancia y la amistad entre las naciones y los diversos grupos raciales o étnicos, así como para propagar los propósitos y principios  […[ sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial y de la presente Convención. 


	Artículos
	Texto

	Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), ley 57/90

	Art. 4
	Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional. 

	Art. 13 párr. 1
	El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese derecho incluirá la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de todo tipo, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma artística o por cualquier otro medio elegido por el niño

	Art. 17
inc. a, b, c y d
	Los Estados Partes reconocen la importante función que desempeñan los medios de comunicación y velarán por que el niño tenga acceso a información y material procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales, en especial la información y el material que tengan por finalidad promover su bienestar social, espiritual y moral y su salud física y mental. Con tal objeto, los Estados Partes:

a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir información y materiales de interés 
social y cultural para el niño, de conformidad con el espíritu del artículo 29; 

b) Promoverán la cooperación internacional en la producción, el intercambio y la 
difusión de esa información y esos materiales procedentes de diversas fuentes culturales, 
nacionales e internacionales; 

c) Alentarán la producción y difusión de libros para niños;

d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan particularmente en cuenta las 
necesidades lingüísticas del niño perteneciente a un grupo minoritario o que sea indígena.

	Art. 20
	1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la protección y asistencia especiales del Estado.
2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes nacionales, otros tipos de cuidado para esos niños.
3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación en hogares de guarda, la kafala del derecho islámico, la adopción o de ser necesario, la colocación en instituciones adecuadas de protección de menores. Al considerar las soluciones, se prestará particular atención a la conveniencia de que haya continuidad en la educación del niño y a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico.

	Art. 23
	[…] asegurar que el niño impedido tenga un acceso efectivo a la educación, la capacitación, los servicios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la preparación para el empleo y las oportunidades de esparcimiento y reciba tales servicios con el objeto de que el niño logre la integración social y el desarrollo individual, incluido su desarrollo cultural y espiritual, en la máxima medida posible. 

	Art. 29
inc. c, d y e 
	[…] la educación deberá estar encaminada a: […] 

c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad cultural, de su idioma 
y sus valores, de los valores nacionales del país en que vive, del país de que sea 
originario y de las civilizaciones distintas de la suya; 

d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu 
de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, 
grupos étnicos, nacionales y religiosos y personas de origen indígena; 

e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 

	Art. 30
	En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o personas de origen indígena, no se negará a un niño que pertenezca a tales minorías o que sea indígena el derecho que le corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma. 


(continúa en la página siguiente)

(viene de la página anterior)
	Artículos
	Texto

	Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) (continuación)

	Art. 40, párr. 1 y párr. 2 
inc. b
num. vi
	1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad. 
2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos internacionales, los Estados Partes garantizarán: [...] 

b) [...] que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y 
presentación de su defensa; [...]  


vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete, si no 


comprende o no habla el idioma utilizado;  [...].

	Convención Internacional para la Protección de todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares
(CPTM o CMW, por su sigla en inglés), ley 3452/08

	Art. 17
	Todo trabajador migratorio o familiar suyo privado de libertad será tratado humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano y a su identidad cultural. 

	Art. 26
párr. 1
inc. a y b
	Los Estados Partes reconocerán el derecho de los trabajadores migratorios y sus familiares a:

a) Participar en las reuniones y actividades de los sindicatos o de cualesquiera otras 
asociaciones establecidas conforme a la ley, con miras a proteger sus intereses 
económicos, sociales, culturales y de otra índole, con sujeción solamente a las normas de 
la organización pertinente;

b) Afiliarse libremente a cualquier sindicato o a cualquiera de las asociaciones citadas, 
[…].

	Art. 31
párr. 1
	Los Estados Partes velarán porque se respete la identidad cultural de los trabajadores migratorios y de sus familiares y no impedirán que éstos mantengan vínculos culturales con sus Estados de origen.

	Art. 34
	Ninguna de las disposiciones de la presente Parte de la Convención tendrá por efecto eximir a los trabajadores migratorios y a sus familiares de la obligación de cumplir las leyes y reglamentaciones de todos los Estados de tránsito y del Estado de empleo ni de la obligación de respetar la identidad cultural de los habitantes de esos Estados.

	Art. 40
	1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán el derecho a establecer asociaciones y sindicatos en el Estado de empleo para el fomento y la protección de sus intereses económicos, sociales, culturales y de otra índole.
2. No podrán imponerse restricciones al ejercicio de ese derecho, salvo las que prescriba la ley y resulten necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o el orden público o para proteger los derechos y libertades de los demás.

	Art. 43
párr. 1
inc. g
	1. Los trabajadores migratorios gozarán de igualdad de trato respecto de los nacionales del Estado de empleo en relación con: […]

g) El acceso a la vida cultural y la participación en ella. 

	Art. 45
párr. 1
inc. d
	1. Los familiares de los trabajadores migratorios gozarán, en el Estado de empleo, de igualdad de trato respecto de los nacionales de ese Estado en relación con: […]

d) El acceso a la vida cultural y la participación en ella.


(continúa en la página siguiente)

(viene de la página anterior)
	Artículos
	Texto

	Convención Internacional para la Protección de todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares
(CPTM o CMW, por su sigla en inglés)

	Art. 45
párr. 2, 3 y 4
	2. Los Estados de empleo, en colaboración con los Estados de origen cuando proceda, aplicarán una política encaminada a facilitar la integración de los hijos de los trabajadores migratorios en el sistema escolar local, particularmente en lo tocante a la enseñanza del idioma local.
3. Los Estados de empleo procurarán facilitar a los hijos de los trabajadores migratorios la enseñanza de su lengua y cultura maternas y, cuando proceda, los Estados de origen colaborarán a esos efectos. 
4. Los Estados de empleo podrán establecer planes especiales de enseñanza en la lengua materna de los hijos de los trabajadores migratorios, en colaboración con los Estados de origen si ello fuese necesario.

	Art. 64
	1. Sin perjuicio de las disposiciones del artículo 79 de la presente Convención, los Estados Partes interesados se consultarán y colaborarán entre sí, según sea apropiado, con miras a promover condiciones satisfactorias, equitativas y dignas en relación con la migración internacional de trabajadores y sus familiares.
2. A ese respecto, se tendrán debidamente en cuenta no sólo las necesidades y recursos de mano de obra, sino también las necesidades sociales, económicas, culturales y de otro tipo de los trabajadores migratorios y sus familiares, así como las consecuencias de tal migración para las comunidades de que se trate.

	Art. 65 
párr. 2
	Los Estados Partes facilitarán, según corresponda, la provisión de servicios consulares adecuados y otros servicios que sean necesarios para atender a las necesidades sociales, culturales y de otra índole de los trabajadores migratorios y sus familiares.

	Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), 3540/08

	Art. 2
	Por "discriminación por motivos de discapacidad" se entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables; [...].

	Art. 3
inc. d
	Los principios de la presente Convención serán:  […] 

d)  El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como 
parte de la diversidad y la condición humanas;

	Art. 4
párr. 2
	Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles […].

	Art. 7
párr. 3
	Los Estados Partes garantizarán que los niños y las niñas con discapacidad tengan derecho a expresar su opinión libremente sobre todas las cuestiones que les afecten, opinión que recibirá la debida consideración teniendo en cuenta su edad y madurez, en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y a recibir asistencia apropiada con arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer ese derecho.

	Art. 9
párr. 2 
inc. f y g
	Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes para: […] 

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las personas con 
discapacidad para asegurar su acceso a la información; […].

g) Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos sistemas y 
tecnologías de la información y las comunicaciones, incluida Internet; […].

	Art. 19
inc. c
	Los Estados Partes en la presente Convención reconocen el derecho en igualdad de condiciones de todas las personas con discapacidad a vivir en la comunidad, con opciones iguales a las de las demás, y adoptarán medidas efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce de este derecho por las personas con discapacidad y su plena inclusión y participación en la comunidad, asegurando en especial que: [...]

c) Las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en general estén a 
disposición, en igualdad de condiciones, de las personas con discapacidad y tengan en 
cuenta sus necesidades. 


(viene de la página anterior)
	Artículos
	Texto

	Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (continuación)

	Art. 21 inc. d y e
	Los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para que las personas con discapacidad puedan ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión, incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar información e ideas en igualdad de condiciones con las demás y mediante cualquier forma de comunicación que elijan con arreglo a la definición del artículo 2 de la presente Convención, entre ellas: [...] 

d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los que suministran información a 
través de Internet, a que hagan que sus servicios sean accesibles para las personas con 
discapacidad; 

e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de señas.

	Art. 30
párr. 1 a 4 y párr. 5
inc. b y d

	1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a participar, en igualdad de condiciones con las demás, en la vida cultural y adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar que las personas con discapacidad: 

a) Tengan acceso a material cultural en formatos accesibles;

b) Tengan acceso a programas de televisión, películas, teatro y otras actividades 
culturales en formatos accesibles;

c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan representaciones o servicios culturales 
tales como teatros, museos, cines, bibliotecas y servicios turísticos y, en la medida de lo 
posible, tengan acceso a monumentos y lugares de importancia cultural nacional.

2. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para que las personas con discapacidad puedan desarrollar y utilizar su potencial creativo, artístico e intelectual, no sólo en su propio beneficio sino también para el enriquecimiento de la sociedad.

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes, de conformidad con el derecho internacional, a fin de asegurar que las leyes de protección de los derechos de propiedad intelectual no constituyan una barrera excesiva o discriminatoria para el acceso de las personas con discapacidad a materiales culturales.

4. Las personas con discapacidad tendrán derecho, en igualdad de condiciones con las demás, al reconocimiento y el apoyo de su identidad cultural y lingüística específica, incluidas la lengua de señas y la cultura de los sordos.

5. A fin de que las personas con discapacidad puedan participar en igualdad de condiciones con las demás en actividades recreativas, de esparcimiento y deportivas, los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para: […] 

b) Asegurar que las personas con discapacidad tengan la oportunidad de organizar y 
desarrollar actividades deportivas y recreativas específicas para dichas personas y de 
participar en dichas actividades y, a ese fin, alentar a que se les ofrezca , en igualdad de 
condiciones con las demás, instrucción, formación y recursos adecuados; [...]

d) Asegurar que los niños y las niñas con discapacidad tengan igual acceso con los demás 
niños y niñas a la participación en actividades lúdicas, recreativas, de esparcimiento y 
deportivas, incluidas las que se realicen dentro del sistema escolar; [...].

	Art. 32
párr. 1
inc. a
	Los Estados Partes reconocen la importancia de la cooperación internacional y su promoción, en apoyo de los esfuerzos nacionales para hacer efectivos el propósito y los objetivos de la presente Convención, y tomarán las medidas pertinentes y efectivas a este respecto, entre los Estados y, cuando corresponda, en asociación con las organizaciones internacionales y regionales pertinentes y la sociedad civil, en particular organizaciones de personas con discapacidad. Entre esas medidas cabría incluir:

a) Velar por que la cooperación internacional, incluidos los programas de desarrollo 
internacionales, sea inclusiva y accesible para las personas con discapacidad; [...].


ANEXO 2. Los derechos culturales en los instrumentos
del sistema interamericano de protección de derechos humanos

	Artículos
	Texto

	Declaración Americana de Deberes y Derechos del Hombre

	Preámbulo
	Es deber del hombre ejercer, mantener y estimular por todos los medios a su alcance la cultura, porque la cultura es la máxima expresión social e histórica del espíritu.
Y puesto que la moral y buenas maneras constituyen la floración más noble de la cultura, es deber de todo hombre acatarlas siempre.

	Art. III
	Toda persona tiene el derecho de profesar libremente una creencia religiosa y de manifestarla y practicarla en público y en privado.

	Art. IV
	Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio.

	Art. XIII
	Toda persona tiene el derecho de participar en la vida cultural de la comunidad, gozar de las artes y disfrutar de los beneficios que resulten de los progresos intelectuales y especialmente de los descubrimientos científicos.

Tiene asimismo derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de los inventos, obras literarias, científicas y artísticas de que sea autor

	Art. XV
	Toda persona tiene derecho a descanso, a honesta recreación y a la oportunidad de emplear útilmente el tiempo libre en beneficio de su mejoramiento espiritual, cultural y físico.

	Art. XXII
	Toda persona tiene el derecho de asociarse con otras para promover, ejercer y proteger sus intereses legítimos de orden político, económico, religioso, social, cultural, profesional, sindical o de cualquier otro orden.

	Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) o Pacto de San José de Costa Rica, ley 1/89

	Preámbulo
	Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos.

	Art. 16 párr. 1
	Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole.

	Art. 26
	Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados.


 (continúa en la página siguiente)

(viene de la página anterior)
	Artículos
	Texto

	Protocolo adicional a la CADH en materia de derechos económicos, sociales y culturales o
Protocolo de San Salvador, ley 1040/97

	Art. 14
	1. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen el derecho de toda persona a:

a. participar en la vida cultural y artística de la comunidad;

b. gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico;

c. beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan 
por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.

2. Entre las medidas que los Estados partes en el presente Protocolo deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia, la cultura y el arte.

3. Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora.

4. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen los beneficios que se derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones científicas, artísticas y culturales, y en este sentido se comprometen a propiciar una mayor cooperación internacional sobre la materia.

	Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer o
Convención de Belém do Pará, ley 605/95

	Art. 5
	Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos.

	Art. 6
	El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros: 

a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación;

b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de 
comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o 
subordinación.

	Art. 8
inc. b
	Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: […] 

b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo 
el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del 
proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de 
prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de 
los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o 
exacerban la violencia contra la mujer; [...].


ANEXO 3. Los derechos culturales en los instrumentos
del sistema de la Unesco

	Artículos
	Texto

	Convención sobre la promoción y la protección de la diversidad de las expresiones culturales, ley 3229/07

	Art. 1
	Los objetivos de la presente Convención son:

a) proteger y promover la diversidad de las expresiones culturales;

b) crear las condiciones para que las culturas puedan prosperar y mantener interacciones 
libremente de forma mutuamente provechosa;

c) fomentar el diálogo entre culturas a fin de garantizar intercambios culturales más 
amplios y equilibrados en el mundo en pro del respeto intercultural y una cultura de paz;

d) fomentar la interculturalidad con el fin de desarrollar la interacción cultural, con el 
espíritu de construir puentes entre los pueblos;

e) promover el respeto de la diversidad de las expresiones culturales y hacer cobrar 
conciencia de su valor en el plano local, nacional e internacional;

f) reafirmar la importancia del vínculo existente entre la cultura y el desarrollo para 
todos los países, en especial los países en desarrollo, y apoyar las actividades realizadas 
en el plano nacional e internacional para que se reconozca el auténtico valor de ese 
vínculo;

g) reconocer la índole específica de las actividades y los bienes y servicios culturales en 
su calidad de portadores de identidad, valores y significado; 

h) reiterar los derechos soberanos de los Estados a conservar, adoptar y aplicar las 
políticas y medidas que estimen necesarias para proteger y promover la diversidad de las 
expresiones culturales en sus respectivos territorios;

i) fortalecer la cooperación y solidaridad internacionales en un espíritu de colaboración, 
a fin de reforzar, en particular, las capacidades de los países en desarrollo con objeto de 
proteger y promover la diversidad de las expresiones culturales.

	Convención para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial, ley 2884/06

	Art. 11 
	Incumbe a cada Estado Parte: 

a) adoptar las medidas necesarias para garantizar la salvaguardia del patrimonio cultural 
inmaterial presente en su territorio;

b) entre las medidas de salvaguardia mencionadas en el párrafo 3 del Artículo 2, 
identificar y definir los distintos elementos del patrimonio cultural inmaterial presentes 
en su territorio, con participación de las comunidades, los grupos y las organizaciones no 
gubernamentales pertinentes. 


(continúa en la página siguiente)

(viene de la página anterior)
	Artículos
	Texto

	Convención para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial, ley 2884/06 (continuación)

	Art. 12 párr. 1
	Para asegurar la identificación con fines de salvaguardia, cada Estado Parte confeccionará con arreglo a su propia situación uno o varios inventarios del patrimonio cultural inmaterial presente en su territorio. Dichos inventarios se actualizarán regularmente. 

	Art. 13
	Para asegurar la salvaguardia, el desarrollo y la valorización del patrimonio cultural inmaterial presente en su territorio, cada Estado Parte hará todo lo posible por:

a) adoptar una política general encaminada a realzar la función del patrimonio cultural 
inmaterial en la sociedad y a integrar su salvaguardia en programas de planificación;

b) designar o crear uno o varios organismos competentes para la salvaguardia del 
patrimonio cultural inmaterial presente en su territorio; 

c) fomentar estudios científicos, técnicos y artísticos, así como metodologías de 
investigación, para la salvaguardia eficaz del patrimonio cultural inmaterial, y en 
particular del patrimonio cultural inmaterial que se encuentre en peligro;

d) adoptar las medidas de orden jurídico, técnico, administrativo y financiero adecuadas 
para:


i) favorecer la creación o el fortalecimiento de instituciones de formación en 


gestión del patrimonio cultural inmaterial, así como la transmisión de este 


patrimonio en los foros y espacios destinados a su manifestación y expresión; 


ii) garantizar el acceso al patrimonio cultural inmaterial, respetando al mismo 


tiempo los usos consuetudinarios por los que se rige el acceso a determinados 


aspectos de dicho patrimonio;


iii) crear instituciones de documentación sobre el patrimonio cultural 


inmaterial y facilitar el acceso a ellas.

	Art. 14
	Cada Estado Parte intentará por todos los medios oportunos:

a) asegurar el reconocimiento, el respeto y la valorización del patrimonio cultural 
inmaterial en la sociedad, en particular mediante: 


i) programas educativos, de sensibilización y de difusión de información 


dirigidos al público, y en especial a los jóvenes; 


ii) programas educativos y de formación específicos en las comunidades y 


grupos interesados;


iii) actividades de fortalecimiento de capacidades en materia de salvaguardia 


del patrimonio cultural inmaterial, y especialmente de gestión y de 



investigación científica; y 


iv) medios no formales de transmisión del saber;

b) mantener al público informado de las amenazas que pesan sobre ese patrimonio y de 
las actividades realizadas en cumplimiento de la presente Convención;

c) promover la educación sobre la protección de espacios naturales y lugares importantes 
para la memoria colectiva, cuya existencia es indispensable para que el patrimonio 
cultural inmaterial pueda expresarse. 

	Art. 15
	En el marco de sus actividades de salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial, cada Estado Parte tratará de lograr una participación lo más amplia posible de las comunidades, los grupos y, si procede, los individuos que crean, mantienen y transmiten ese patrimonio y de asociarlos activamente a la gestión del mismo. 

	Art. 19
	1. A los efectos de la presente Convención, la cooperación internacional comprende en particular el intercambio de información y de experiencias, iniciativas comunes, y la creación de un mecanismo para ayudar a los Estados Partes en sus esfuerzos encaminados a salvaguardar el patrimonio cultural inmaterial.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en su legislación nacional ni de sus derechos y usos consuetudinarios, los Estados Partes reconocen que la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial es una cuestión de interés general para la humanidad y se comprometen, con tal objetivo, a cooperar en el plano bilateral, subregional, regional e internacional. 


(continúa en la página siguiente)

(viene de la página anterior)
	Artículos
	Texto

	Convención sobre la protección del patrimonio mundial cultural y natural, ley 1231/86

	Art. 3
	Incumbirá a cada Estado Parte en la presente Convención identificar y delimitar los diversos bienes situados en su territorio y mencionados en los artículos 1 y 2 [definiciones de patrimonio cultural y natural respectivamente].

	Art. 5
	Con objeto de garantizar una protección y una conservación eficaces y revalorizar lo más activamente posible el patrimonio cultural y natural situado en su territorio y en las condiciones adecuadas a cada país, cada uno de los Estados Partes en la presente Convención procurará dentro de lo posible:

a) Adoptar una política general encaminada a atribuir al patrimonio cultural y natural 
una función en la vida colectiva y a integrar la proteccion de ese patrimonio en los 
programas de planificación general; 

b) Instituir en su territorio, si no existen, uno o varios servicios de protección, 
conservación y revalorización del patrimonio cultural y natural, dotados de un personal 
adecuado que disponga de medios que le permitan llevar a cabo las tareas que le 
incumban; 

c) Desarrollar los estudios y la investigación científica y técnica y perfeccionar los 
métodos de intervención que permitan a un Estado hacer frente a los peligros que 
amenacen a su patrimonio cultural y natural; 

d) Adoptar las medidas jurídicas, científicas, técnicas, administrativas y financieras 
adecuadas, para identificar, proteger, conservar, revalorizar y rehabilitar ese patrimonio; 
e) Facilitar la creación o el desenvolvimiento de centros nacionales o regionales de 
formación en materia de protección, conservación y revalorización del patrimonio 
cultural y natural y estimular la investigación científica en este campo.

	Art. 6
	1. Respetando plenamente la soberanía de los Estados en cuyos territorios se encuentre el patrimonio cultural y natural a que se refieren los artículos 1 y 2 [patrimonios cultural y natural] y sin perjuicio de los derechos reales previstos por la legislación nacional sobre ese patrimonio, los Estados Partes en la presente Convención reconocen que constituye un patrimonio universal en cuya protección la comunidad internacional entera tiene el deber de cooperar. 

2. Los Estados Partes se obligan, en consecuencia y de conformidad con lo dispuesto en la presente Convención, a prestar su concurso para identificar, proteger, conservar y revalorizar el patrimonio cultural y natural de que trata el artículo 11, párrafos 2 y 4, si lo pide el Estado en cuyo territorio esté situado. 

3. Cada uno de los Estados Partes en la presente Convención se obliga a no tomar deliberadamente ninguna medida que pueda causar daño, directa o indirectamente, al patrimonio cultural y natural de que tratan los artículos 1 y 2 situado en el territorio de otros Estados Partes en esta Convención. 

	Art. 11 párr. 1
	Cada uno de los Estados Partes en la presente Convención presentará al Comité del Patrimonio Mundial, en la medida de lo posible, un inventario de los bienes del patrimonio cultural y natural situados en su territorio y aptos para ser incluidos en la lista de que trata el párrafo 2 de este artículo [Lista del Patrimonio Mundial]. Este inventario, que no se considerará exhaustivo, habrá de contener documentación sobre el lugar en que estén situados los bienes y sobre el interés que presenten

	Art. 27 
	1. Los Estados Partes en la presente Convención, por todos los medios apropiados, y sobre todo mediante programas de educación y de información, harán todo lo posible por estimular en sus pueblos el respeto y el aprecio del patrimonio cultural y natural definido en los artículos 1 y 2 de la presente Convención [definiciones de patrimonio cultural y natural].  

2. [Los Estados Partes] Se obligarán a informar ampliamente al público de las amenazas que pesen sobre ese patrimonio y de las actividades emprendidas en aplicación de la presente Convención.

	Art. 29 párr. 1
	Los Estados Partes en la presente Convención indicarán en los informes que presenten a la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en las fechas y en la forma que ésta determine, las disposiciones legislativas y reglamentarias, y las demás medidas que hayan tomado para aplicar la presente Convención, así como la experiencia que hayan adquirido en este campo. 

	Artículos
	Texto

	Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales; ley 2428/04

	Art. 1
	Para los efectos de la presente Convención se considerarán como bienes culturales los objetos que, por razones religiosas o profanas, hayan sido expresamente designados por cada Estado como de importancia para la arqueología, la prehistoria, la historia, la literatura, el arte o la ciencia y que pertenezcan a las categorías enumeradas a continuación:

a) las colecciones y ejemplares raros de zoología, botánica, mineralogía, anatomía, y los 
objetos de interés paleontológico;

b) los bienes relacionados con la historia, con inclusión de la historia de las ciencias y de 
las técnicas, la historia militar y la historia social, así como con la vida de los dirigentes, 
pensadores, sabios y artistas nacionales y con los acontecimientos de importancia 
nacional; 

c) el producto de las excavaciones (tanto autorizadas como clandestinas) o de los 
descubrimientos arqueológicos;

d) los elementos procedentes de la desmembración de monumentos artísticos o 
históricos y de lugares de interés arqueológico;

e) antigüedades que tengan más de 100 años, tales como inscripciones, monedas y sellos 
grabados;

f) el material etnológico;

g) los bienes de interés artístico tales como:


i) cuadros, pinturas y dibujos hechos enteramente a mano sobre cualquier 


soporte y en cualquier material (con exclusión de los dibujos industriales y de 


los artículos manufacturados decorados a mano);


ii) producciones originales de arte estatuario y de escultura en cualquier 


material;


iii) grabados, estampas y litografías originales; iv) conjuntos y montajes 


artísticos originales en cualquier materia;

h) manuscritos raros e incunables, libros, documentos y publicaciones antiguos de 
interés especial (histórico, artístico, científico, literario, etc.) sueltos o en colecciones;

i) sellos de correo, sellos fiscales y análogos, sueltos o en colecciones;

j) archivos, incluidos los fonográficos, fotográficos y cinematográficos;

k) objetos de mobiliario que tengan más de 100 años e instrumentos de música antiguos.

	Art. 2
	1. Los Estados Partes en la presente Convención reconocen que la importación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de los bienes culturales constituyen una de las causas principales del empobrecimiento del patrimonio cultural de los países de origen de dichos bienes, y que una colaboración internacional constituye uno de los medios más eficaces para proteger sus bienes culturales respectivos contra todos los peligros que entrañan aquellos actos.
2. Con este objeto, los Estados Partes se comprometen a combatir esas prácticas con los medios de que dispongan, sobre todo suprimiendo sus causas, deteniendo su curso y ayudando a efectuar las reparaciones que se impongan.

	Art. 10 inc. b
	Los Estados Partes en la presente Convención se obligan: […] 

b) a esforzarse, por medio de la educación, en crear y desarrollar en el público el 
sentimiento del valor de los bienes culturales y del peligro que el robo, las excavaciones 
clandestinas y las exportaciones ilícitas representan para el patrimonio cultural.


ANEXO 4. Los derechos culturales en los instrumentos de
la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI)

	Artículos
	Texto

	Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor (WCT). Paraguay adhirió en 2000 y está en vigencia desde 2002

	Preámbulo
	Reconociendo el profundo impacto que han tenido el desarrollo y la convergencia de las tecnologías de información y comunicación en la creación y utilización de las obras literarias y artísticas, […]

	
	Destacando la notable significación de la protección del derecho de autor como incentivo para la creación literaria y artística, 
Reconociendo la necesidad de mantener un equilibrio entre los derechos de los autores y los intereses del público en general, en particular en la educación, la investigación y el acceso a la información, como se refleja en el Convenio de Berna, [...]

	Tratado de la OMPI sobre interpretación o ejecución y fonogramas.
Paraguay adhirió en 2000 y está en vigencia desde 2002

	Objetivo
	Protección de los derechos sobre intrepretación, ejecución y fonogramas a escala internacional.


ANEXO 5. Los derechos culturales en el Convenio Nº 169 de la OIT

	Artículos
	Texto

	Convenio Nº 169 sobre los pueblos indígenas y tribales, ley 234/93

	Art. 2 párrs. 1 y 2 inc. b
	1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad.
2. Esta acción deberá incluir medidas: [...] 

b) que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales 
de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones, 
y sus instituciones; [...]

	Art. 4 párrs. 1 y 2
	1. Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos interesados.
2. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos expresados libremente por los pueblos interesados.

	Art. 7 párr. 1
	Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente.

	Art. 8
	1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse debidamente en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario.

2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio.
3. La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artículo no deberá impedir a los miembros de dichos pueblos ejercer los derechos reconocidos a todos los ciudadanos del país y asumir las obligaciones correspondientes.

	Art. 10
	1. Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a miembros de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus características económicas, sociales y culturales.
2. Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento.

	Art. 23
	1. La artesanía, las industrias rurales y comunitarias y las actividades tradicionales y relacionadas con la economía de subsistencia de los pueblos interesados, como la caza, la pesca, la caza con trampas y la recolección, deberán reconocerse como factores importantes del mantenimiento de su cultura y de su autosuficiencia y desarrollo económicos. Con la participación de esos pueblos, y siempre que haya lugar, los gobiernos deberán velar por que se fortalezcan y fomenten dichas actividades.
2. A petición de los pueblos interesados, deberá facilitárseles, cuando sea posible, una asistencia técnica y financiera apropiada que tenga en cuenta las técnicas tradicionales y las características culturales de esos pueblos y la importancia de un desarrollo sostenido y equitativo.


(continúa en la página siguiente)

(viene de la página anterior)
	Artículos
	Texto

	Convenio Nº 169 sobre los pueblos indígenas y tribales, ley 234/93 (continuación)

	Art. 27
	1. Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos interesados deberán desarrollarse y aplicarse en cooperación con éstos a fin de responder a sus necesidades particulares, y deberán abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de valores y todas sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales.

2. La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros de estos pueblos y su participación en la formulación y ejecución de programas de educación, con miras a transferir progresivamente a dichos pueblos la responsabilidad de la realización de esos programas, cuando haya lugar.

3. [...] los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a crear sus propias instituciones y medios de educación, siempre que tales instituciones satisfagan las normas mínimas establecidas por la autoridad competente en consulta con esos pueblos. Deberán facilitárseles recursos apropiados con tal fin.

	Art. 28
	1. Siempre que sea viable, deberá enseñarse a los niños de los pueblos interesados a leer y a escribir en su propia lengua indígena o en la lengua que más comúnmente se hable en el grupo a que pertenezcan. Cuando ello no sea viable, las autoridades competentes deberán celebrar consultas con esos pueblos con miras a la adopción de medidas que permitan alcanzar este objetivo.
2. Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos tengan la oportunidad de llegar a dominar la lengua nacional o una de las lenguas oficiales del país.
3. Deberán adoptarse disposiciones para preservar las lenguas indígenas de los pueblos interesados y promover el desarrollo y la práctica de las mismas.

	Art. 30
	1. Los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a las tradiciones y culturas de los pueblos interesados, a fin de darles a conocer sus derechos y obligaciones, especialmente en lo que atañe al trabajo, a las posibilidades económicas, a las cuestiones de educación y salud, a los servicios sociales y a los derechos dimanantes del presente Convenio.
2. A tal fin, deberá recurrirse, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la utilización de los medios de comunicación de masas en las lenguas de dichos pueblos.

	Art. 31
	Deberán adoptarse medidas de carácter educativo en todos los sectores de la comunidad nacional, y especialmente en los que estén en contacto más directo con los pueblos interesados, con objeto de eliminar los prejuicios que pudieran tener con respecto a esos pueblos. A tal fin, deberán hacerse esfuerzos por asegurar que los libros de historia y demás material didáctico ofrezcan una descripción equitativa, exacta e instructiva de las sociedades y culturas de los pueblos interesados.

	Art. 32
	Los gobiernos deberán tomar medidas apropiadas, incluso por medio de acuerdos internacionales, para facilitar los contactos y la cooperación entre pueblos indígenas y tribales a través de las fronteras, incluidas las actividades en las esferas económica, social, cultural, espiritual y del medio ambiente.
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� En el anexo 1 se encuentran referencias de todos los artículos de los tratados del sistema universal de protección de derechos humanos relativos a los derechos culturales.
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